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27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan 
los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente. El artículo se centra 
en aspectos particularmente controvertidos. El 
primero de ellos, si a falta de previsión expresa 
en la normativa de acceso a la información 
ambiental sobre el sentido que ha de darse a la 
falta de resolución en plazo de las solicitudes, 
debe operar con carácter supletorio el sentido 
del silencio positivo, previsto con carácter de 
regla supletoria general en la normativa general 
sobre procedimiento administrativo, o bien el 
sentido del silencio negativo, desestimatorio de la 
solicitud, acogido en la normativa general sobre 
acceso a la información pública. El segundo, si la 
garantía de la existencia de una autoridad admi-
nistrativa independiente de control prevista en la 
normativa general sobre acceso a la información, 
ante la que pueden formularse reclamaciones 
frente a las resoluciones sobre solicitudes de 
acceso, ha de extenderse también a lo regulado 
en la normativa sobre acceso a la información 
ambiental. La conclusión es que la LTBG ha de 
entenderse supletoria en ambos aspectos. 
PALABRAS CLAVE: transparencia; acceso a la 
información; silencio; autoridad independiente; 
ley de transparencia, acceso a la informacion 
pública y buen gobierno; ley de acceso a la 
información ambiental. 
July, which regulates the rights of access to 
information, public participation and access 
to justice in environmental matters. The article 
focuses on pa rticu la rly controversia! aspects. The 
first, if the absence of express provision in the 
rules of access to environmental information on 
the meaning to be given to the lack of resolution 
of applications must operate in a subsidiary sense 
of positive silence, scheduled as a general default 
rule in the general legislation on administrative 
procedure, or the negative sense received in the 
general legislation on access to public informa-
tion. Second, if the guarantee of an independent 
administrative authority under the general legis-
lation on access to information, to which claims 
can be made against decisions on requests for 
access, must be extended to regulations in the 
rules on access to environmental information. 
The conclusion is that the rules of Law 19/2013 
must be applied in both cases. 
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del derecho de acceso por una autoridad independiente prevista en la LTBG al 
acceso a la información ambiental, teniendo en cuenta que la LAIA remite las 
vías de impugnación a los recursos generales administrativos y judiciales. Aquí 
pretendemos aportar algunos elementos de debate, a través de la aplicación de 
la lógica jurídica y del espejo que puede brindar el Derecho comparado, bajo 
la premisa de la búsqueda de dotar de eficacia (de «efecto útil» por usar la ter-
minología comunitaria) a los derechos y bienes públicos y privados en juego. 
En realidad, debo al menos dejar constancia, aunque no pueda ahora 
abundar en ello, de que planea sobre estas cuestiones un tema previo y funda-
mental: si tiene algún sentido mantener una triple regulación legal (ley general 
de acceso a la información pública, ley sectorial de acceso a la información am-
biental y ley de reutilización de la información pública) con una delimitación 
de ámbitos de aplicación difusa y soluciones en ocasiones diversas para las 
mismas cuestiones de fondo. El «origen» (por no utilizar el término «razón») 
de esta triple regulación es, a mi juicio, puramente histórica y coyuntural: la 
LTBG, que conceptualmente debiera haber sido la primera en aprobarse como 
régimen general del acceso a cualquier tipo de información, es la última cro-
nológicamente hablando y las aprobación previa de la LRISP y de la LAIA es el 
resultado de la obligación de transponer sendas Directivas comunitarias). Pero 
ha de tenerse en cuenta que, a día de hoy, estas distinciones no tienen sentido. 
Es sumamente artificial deslindar sus respectivos ámbitos de aplicación'. Más 
bien, defiendo, procedería una regulación unitaria que establezca el régimen 
común y las especialidades en materia ambiental —el elenco de informaciones 
ambientales sujetas a publicidad activa— y de reutilización —básicamente, el coste 
y las limitaciones al uso. Por cierto, no creo que pueda decirse, como a veces se 
1. PLANTEAMIENTO 
El segundo apartado de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno (en adelante, LTBG) establece 
que «se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter suple-
torio, aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de 
acceso a la información». El tercer apartado dispone que «en este sentido, esta 
Ley será de aplicación, en lo no previsto en sus respectivas normas reguladoras, 
al acceso a la información ambiental y a la destinada a la reutilización». 
El alcance de esta previsión de supletoriedad no es evidente. En este trabajo 
nos limitaremos a indagar en dos cuestiones. La primera, si podría extenderse el 
régimen del silencio negativo previsto en la LTBG a las solicitudes de informa-
ción ambiental, donde la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los 
derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la 
justicia en materia de medio ambiente (en adelante, LAIA) no dice nada y por 
aplicación de la regla supletoria de la LRJAP-PAC, como veremos, se interpreta 
que el silencio es positivo. La segunda, si es posible extender la garantía de tutela 
1. En el caso de la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información 
del sector público (en adelante, LRISP), su artículo 10.8 prevé el silencio negativo y su 
artículo 10.7 se limita a señalar que la resolución deberá contener una referencia a las 
vías de recurso a las que pueda acogerse el solicitante. Esta Ley ha sido recientemente 
reformada por la Ley 18/2015, de 9 de julio, que además se refiere a la LTBG en los 
artículos 3.3.a) y 3.4, en materia de límites al acceso. Bien podría haberse pronunciado 
el legislador con ocasión de su aprobación, para despejar esta incógnita. 
2. La doctrina que ha estudiado el derecho de acceso a la información ambiental ha 
puesto de relieve el amplio concepto legal (arts. 2.3 del Convenio de Aarhus, 2.1 de 
la Directiva 2003/4 y 2.3 LAIA) y jurisprudencial de «información ambiental», que 
integra entre otros el urbanismo y el patrimonio cultural. En este sentido, véase, por 
ejemplo, FERNÁNDEZ RAMOS, S., El derecho de acceso a la información medioambiental, 
Aranzadi, Cizur Menor, 2009, pp. 69-81; CASADO CASADO, L. «El derecho de acceso 
a la información ambiental previa solicitud», en PIGRAU SOLÉ, A., (dir.), Acceso a la 
información, participación pública y acceso a la justicia en materia de medio ambiente: 
diez años del Convenio de Aarhus, Atelier, Barcelona, 2008, pp. 240-246; o RAZQUIN 
LIZÁRRAGA, J. A. y RUIZ DE APODACA ESPINOSA, A., Información, Participación y Justicia 
en Materia de Medio Ambiente, Aranzadi, Cizur Menor, 2007, pp. 123-134, quienes sig-
nificativamente afirman: «Así pues, la LIPPJMA ofrece una noción amplia y descriptiva 
de información ambiental, con un extenso contenido y alcance, hasta el punto de que 
se ha llegado a decir: ¿qué no se va a considerar información ambiental?» (p. 128). 
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afirma, quizás con un cierto «romanticismo» por el primogénito, que la LATA 
es con carácter general, más «generosa» que la LTBG (es más, en algún aspecto 
clave, como es el de la autoridad independiente de garantía, no prevista en la 
primera y sí en la segunda, es claramente menos garantista, como veremos). 
II. EL SILENCIO EN MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
1. CONSIDERACIÓN GENERAL 
Prever que contra la falta de resolución en plazo de las solicitudes de acceso 
a la información la solución consiste en acudir a una autoridad independiente 
de control, sea administrativa o judicial, es la solución uniforme en el Derecho 
europeo' y comparado4. En los ordenamientos que han partido del principio 
del «recurso contra el acto», se ha construido a menudo a través de la figura del 
silencio desestimatorio, que, como es sabido, y constituye teoría general del acto 
administrativo que no es esta sede para reproducir, no es sino un mecanismo 
de garantía para evitar que un incumplimiento de la obligación de resolver en 
plazo lleve al ciudadano a un impasse sin solución'. 
Como es sabido, en el Derecho español, desde la LRJAP-PAC de 1992 se 
prevé el silencio positivo salvo en los casos establecidos en la propia Ley o en 
Leyes especiales o en normas de Derecho de la Unión Europea. 
3. El Convenio del Consejo de Europa sobre el acceso a los documentos públicos de 18 de 
junio ha sido denegado expresamente o implícitamente, parcialmente o por completo, 
tendrá acceso a un procedimiento de reclamación antes de la apelación ante un tribunal u 
otra institución independiente e imparcial establecida por la ley. El Reglamento 1049/2001, 
del Parlamento europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2001, relativo al acceso del 
público a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, prevé 
en su artículo 8.3 artículo 8.3 que: «La ausencia de respuesta de la institución en el pla-
zo establecido se considerará una respuesta denegatoria y dará derecho al solicitante a 
interponer recurso judicial contra la institución y/o reclamar ante el Defensor del Pueblo 
Europeo, con arreglo a las disposiciones pertinentes del Tratado CE». 
4. A veces se cita como excepción la Ley Federal mejicana de transparencia y acceso a la 
información pública gubernamental, que establece en su artículo 53 el silencio positivo; 
en realidad no se trata de un silencio positivo genuino, en la medida en que su efecto 
es desplazar a la Autoridad independiente de control, el Instituto Federal de Acceso a 
la Información, la apreciación sobre la concurrencia o no de excepciones y por tanto, 
el resultado final es similar a los casos de silencio negativo («La falta de respuesta a 
una solicitud de acceso, en el plazo señalado en el Artículo 44, se entenderá resuelta en 
sentido positivo, por lo que la dependencia o entidad quedará obligada a darle acceso 
a la información en un periodo de tiempo no mayor a los 10 días hábiles, cubriendo 
todos los costos generados por la reproducción del material informativo, salvo que el 
Instituto determine que los documentos en cuestión son reservados o confidenciales»). 
5. Como establece en España el artículo 43.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo 
común (en adelante, LRJAP-PAC): «La desestimación por silencio administrativo tiene 
los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo 
o contencioso-administrativo que resulte procedente». 
Se han vertido ríos de tinta sobre lo acertado o desacertado de este cambio, 
proclamadamente operado en beneficio de los ciudadanos6, que tal vez olvida 
que los ciudadanos somos parte en todo procedimiento administrativo, como 
solicitantes o representados por la Administración en su tarea de garante del 
interés general. Además, la LRJAP-PAC exige, desde su reforma por Ley 25/2009, 
de 22 de diciembre, que el silencio negativo se justifique «por razones imperiosas 
de interés general». Curiosamente, este principio se acoge con alcance general, 
cuando su origen es por todos conocido: se deriva de la Directiva 2006/123/ 
CE, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, 
y se refiere a los procedimientos de autorizaciones y licencias de actividades 
económicas privadas, en línea con la finalidad de eliminar «obstáculos» al 
ejercicio de la libertad de empresa que también ha justificado la sustitución, 
allí donde los intereses públicos en juego lo permitan, de las autorizaciones 
por las declaraciones responsables y comunicaciones previas. 
Como decía, la generalidad de las leyes de acceso a la información anuda 
efectos desestimatorios a la falta de resolución de solicitudes en plazo. Me 
atrevo a afirmar que en esta materia sólo cabe razonablemente esta solución 
(al menos si queremos seguir teniendo Estado y derechos constitucionales). Y 
ello por toda una serie de razones que, pese a su obviedad, como se verá, es en 
España del todo necesario apuntar. 
En primer lugar, y con carácter fundamental, porque es la única solución que 
permite salvaguardar los intereses públicos y privados de relevancia constitucional 
que constituyen límites a la transparencia en todos los ordenamientos jurídicos, 
como la seguridad, la defensa, las relaciones exteriores, el derecho a la intimidad, 
el derecho a la tutela judicial efectiva, la defensa del medio ambiente, etc.' Que 
6. Exposición de Motivos de la LRJAP-PAC: «La Ley introduce un nuevo concepto sobre 
la relación de la Administración con el ciudadano, superando la doctrina del llamado 
silencio administrativo. Se podría decir que esta Ley establece el silencio administrativo 
positivo cambiando nuestra norma tradicional. No sería exacto. El objetivo de la Ley 
no es dar carácter positivo a la inactividad de la Administración cuando los particu-
lares se dirijan a ella. El carácter positivo de la inactividad de la Administración es la 
garantía que se establece cuando no se cumple el verdadero objetivo de la Ley, que es 
que los ciudadanos obtengan respuesta expresa de la Administración y, sobre todo, 
que la obtengan en el plazo establecido. El silencio administrativo, positivo o negativo, 
no debe ser un instituto jurídico normal, sino la garantía que impida que los derechos 
de los particulares se vacíen de contenido cuando su Administración no atiende efi-
cazmente y con la celeridad debida las funciones para las que se ha organizado. Esta 
garantía, exponente de una Administración en la que debe primar la eficacia sobre el 
formalismo, sólo cederá cuando exista un interés general prevalente o, cuando real-
mente, el derecho cuyo reconocimiento se postula no exista. Lógicamente, la citada 
regulación se complementa con la inclusión posterior, como supuesto de nulidad de 
pleno derecho, de los actos presuntos o expresos contrarios al ordenamiento jurídico 
por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos 
esenciales para su adquisición». 
7. Remitiéndonos a las leyes españolas, véanse los artículos 14 y 16 LTBG, 13 LAIA y 3 
3 LRISP. 
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el mero transcurso del plazo pueda determinar el derecho incondicional a ob-
tener la información solicitada, cualquiera que sea el perjuicio que ello pueda 
ocasionar para estos bienes constitucionales, es una auténtica aberración jurí-
dica. ¿Qué mayor «razón imperiosa de interés general» en la terminología de 
la LRJAP-PAC de origen comunitario —por lo demás, como dijimos, pensada 
para evitar obstáculos innecesarios a las actividades económicas, esto es, para 
otro contexto— que la salvaguarda de bienes como los enunciados? ¿Acaso la 
sociedad estaría dispuesta a que por el mero transcurso del plazo para recurrir 
hubiera que desvelar planes de lucha contra el narcotráfico o el historial clínico 
de cualquier ciudadano? Obviamente, el silencio no es una opción, sino un 
incumplimiento de la obligación de resolver en plazo que en su caso debe dar 
lugar a responsabilidad disciplinaria y cuando se den los presupuestos, patri-
monial de la Administración. No es una opción, decimos, sino una garantía 
frente a la parálisis a la que en otro caso llevaría a los procedimientos en los 
ordenamientos latinos crecidos al calor de la doctrina del «proceso al acto». 
En segundo lugar, por cuanto el acceso a la información es un derecho 
que exige para su satisfacción el cumplimiento de una obligación de hacer, 
de tal modo que un silencio negativo es una vía adecuada para acudir a una 
autoridad independiente, administrativa o judicial, que enjuicie el fondo del 
asunto y en su caso ordene a la Administración la entrega de información. Vía 
que además de adecuada será efectiva si se dan las condiciones de agilidad y a 
ser posible gratuidad en la vía de revisión. Pongámonos en el caso contrario: 
el establecimiento del silencio positivo. En ese supuesto, el solicitante tendrá 
que hacer valer su derecho ante la propia Administración que ha dado la calla-
da por respuesta, por lo que puede intuirse que ésta sea también la respuesta 
a un posterior requerimiento de entrega de la información en cumplimiento 
del derecho adquirido por silencio (máxime cuando el Derecho puede prever 
sanciones disciplinarias e incluso penales en caso de revelación de secretos, 
piénsese por ejemplo, en información que contenga datos íntimos de terceros). 
Es decir, el silencio positivo no permite la satisfacción inmediata del derecho, 
como sí ocurre en los casos en que se solicitan autorizaciones para realizar ac-
tividades que el ciudadano puede llevar a cabo por sus propios medios, campo 
éste donde el silencio positivo puede ser operativo, y siempre con advertencia 
de los riesgos que supone el ejercicio de esa autoridad sin previo control de 
legalidad para la protección de los intereses públicos que justifican el someti-
miento de la actividad a previa autorización8. 
8. La doctrina es abundante. Por remitirnos a dos autores que han estudiado el tema mono-
gráficamente (citados por S. FERNÁNDEZ RAMOS, en El derecho de acceso a la información 
medioambiental, op. cit., p. 179, nota 313), J. CAMPORA («El acto presunto», Revista 
Española de Derecho Administrativo, núm. 82, 1994, p. 238) sugiere que deberían 
considerarse desestimatorios los actos que, aun siendo reglados, tras su declaración 
exigieran una actuación posterior, «por cuanto aunque se obtuviese un acto estimatorio 
el mismo sería pena de amor perdida, pues de poco serviría la declaración si con pos-
terioridad no se obtiene la ejecución del acto, ejecución que sólo puede obtenerse tras 
una imposición judicial». J. 1. MORILLO-VELARDE PÉREZ, en diversas obras («El silencio 
Ante esa tesitura, lo único que podrá hacer el ciudadano es acudir ante los 
tribunales contencioso-administrativos reclamando la ejecución de acto firme, 
previa espera de los plazos para que los mismos adquieran firmeza y solicitud 
previa de ejecución ante la propia Administración, que tiene un plazo de un 
mes para atender o no el requerimiento9. Ahora bien, ha de subrayarse que, 
como dispone la LRJAP-PAC, el silencio positivo es un auténtico acto declara-
tivo de derechosl°, y que no cabe una posterior resolución expresa denegatoria, 
ni en los casos en que del análisis de la solicitud que la información no puede 
darse so pena de lesión de algunos de los bienes constitucionales públicos o 
privados en juego". Tampoco cabe a los tribunales resolver fuera del petitum 
del recurso por inejecución de acto administrativo firme: esto es, no puede 
entrar en el fondo acerca de la existencia o no de algún límite legal al acceso 
a la información, sino que debe, en puridad, limitarse a constatar su efectiva 
producción —como muestra la jurisprudencia que analizaremos, infra, si bien 
puede verse tentado a resolver sobre el fondo, máxime cuando sobre el fondo 
administrativo», en BARNÉS VÁZQUEZ (coord.), El procedimiento administrativo en el 
Derecho comparado, Civitas, Madrid, 1993, pp. 159 y ss.; Los actos presuntos, Marcial 
Pons, Madrid, 1995; «El silencio administrativo tras la reforma de 1999. Un cambio 
inadvertido y unas posibilidades inéditas», Revista de Administración Pública, núm. 
159, 2002, pp. 87 y ss.) ha puntualizado que el silencio administrativo positivo puede 
ser operativo ante la pasividad de la Administración en el ejercicio de potestades de 
policía y control, expresadas en actos como autorizaciones, aprobaciones o licencias, 
donde, en su caso, la inhibición administrativa puede satisfacer la pretensión del par-
ticular; pero extender el silencio positivo a relaciones que, una vez producido el acto 
presunto sea precisa una actividad de ejecución traducida en actuaciones materiales 
a cargo de la Administración, sólo tendría sentido si, al mismo tiempo se estableciese 
un dispositivo judicial lo suficientemente ágil como para hacer efectiva en un plazo 
razonable la declaración contenida en el mencionado acto presunto. 
9. Artículo 29.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-administrativa (en adelante, LJCA). Curiosamente, como se verá, la doctrina 
que ha analizado el silencio positivo en sede de acceso a la información ambiental 
ha reconducido su exigencia procesal por la vía del artículo 29.1, conforme al cual: 
«Cuando la Administración, en virtud de una disposición general que no precise de 
actos de aplicación o en virtud de un acto, contrato o convenio administrativo, esté 
obligada a realizar una prestación concreta en favor de una o varias personas deter-
minadas, quienes tuvieran derecho a ella pueden reclamar de la Administración el 
cumplimiento de dicha obligación. Si en el plazo de tres meses desde la fecha de la 
reclamación, la Administración no hubiera dado cumplimiento a lo solicitado o no 
hubiera llegado a un acuerdo con los interesados, éstos pueden deducir recurso con-
tencioso-administrativo contra la inactividad de la Administración». No parece ser 
ésta la vía adecuada, como parece confirmar la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
que se analizará, infra. 
10. Artículo 43.2 LRJAP-PAC: «La estimación por silencio administrativo tiene a todos 
los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento». 
11. Artículo 43.3 LRJAP-PAC: «La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere 
el apartado primero del artículo 42 se sujetará al siguiente régimen: a) En los casos de 
estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción 
del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo». 
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versará lag eneralidad de las veces la contestación de la demanda por parte de 
la Administración—. 
Ciertamente, cabría en estos casos a la Administración poner en marcha 
una revisión de oficio, en los términos establecidos en los artículos 102 o 103 
LRJAP-PAC. Nótese, a la Administración y sólo a ella, no así a todos los sujetos 
obligados por las leyes de transparencia que no tienen esta naturaleza y para los 
que no cabría esta opción. La vía del artículo 102 LRJAP-PAC está reservada a 
los actos nulos de pleno derecho favorables a un ciudadano. Como es sabido, 
se consideran como tales sólo los enumerados en el artículo 62 de la citada Ley 
o los establecidos expresamente como causas de nulidad en leyes sectoriales. 
No siempre será el caso (tal vez cuando afecten a derechos fundamentales 
de terceros como la intimidad o la propiedad intelectual o industrial estarán 
incursos en el supuesto de los actos «que lesionen los derechos y libertades 
susceptibles de amparo constitucional»; o cuando se refieran a información 
inexistente pueda argüirse que se trata de un acto de «contenido imposible») e 
incluso en esos supuestos presupone un examen de fondo que detecte la causa 
de nulidad — esto es, el mismo esfuerzo que el de resolver la solicitud — y poner 
en marcha todo un procedimiento garantista que incluye el pronunciamiento del 
máximo órgano consultivo. En la mayoría de los casos (p. ej., una información 
que afecte a la defensa o la seguridad nacional) se tratarían de actos anulables 
y por tanto, y conforme a lo establecido en el artículo 103 LRJAP-PAC cabría 
tan sólo un procedimiento que terminaría con una declaración de lesividad y 
posterior impugnación por la propia Administración ante los tribunales con-
tencioso-administrativos. En el entretanto, habría que suspender la eficacia del 
acto presunto estimatorio, pues de lo contrario los procedimientos de revisión 
quedarían sin objeto una vez facilitada la información y, en consecuencia, se 
produciría una lesión definitiva de los bienes públicos y privados constitucio-
nales en juego. En definitiva, un inmenso coste en tiempo y dinero tanto para 
el ciudadano como para la Administración; un matar moscas a cañonazos. 
Como se verá, infra, al hilo de la aprobación de la LTBG y de las leyes auto-
nómicasque la desarrollan, se han formulado en España, aunque pueda resultar 
sorprendente, tanto legal como jurisprudencial y doctrinalmente, algunas cons-
trucciones de lo que podríamos calificar del «silencio positivo condicionado». 
Esto es, se viene a intentar compatibilizar una apuesta por el silencio positivo, 
de unap arte, con la legitimación de que la Administración no cumpla con la 
obligación que de él deriva de entrega de la información solicitada en los casos 
enque pueda poner en riesgo los bienes públicos y privados contemplados en 
lapropia normativa reguladora del derecho de acceso. Un planteamiento tal, 
creo, no requiere de mucha contraargumentación. De una parte, porque des-
conoce por completo la naturaleza del silencio positivo que «tiene a todos los 
efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento» 
y que no admite resolución posterior en contrario, como ya apunté. Permitir 
que la Administración incumpla simple y llanamente una obligación de hacer 
es enterrar el principio de legalidad. Por lo demás presupone un análisis sobre 
el fondo que es precisamente el que la Administración habrá omitido. Defender  
que en su caso se reclame ante los tribunales contencioso-administrativos y 
sean éstos los que estudien el fondo supone, de nuevo, desconocer cuáles son 
las facultades judiciales en un recurso por inejecución de acto firme. 
En fin, siendo estos los elementos de juicio, la pregunta que aflora es cómo 
puede defenderse el silencio positivo, en qué argumentos de política legislativa 
puede apoyarse. Y en esto, como veremos, hay unanimidad entre sus defenso-
res: se basan en el efecto incentivador del cumplimiento en plazo que tendría 
el silencio positivo, y sobre todo en el efecto contrario desincentivador que 
tendría el silencio negativo. Pues bien, en esta clave de análisis ya no jurídico 
sino de «sociología de la Administración» (por así decirlo) hay que apuntar 
que la realidad desmiente este a priori. En efecto, en España el número de soli-
citudes no resueltas en plazo ha sido muy superior bajo un régimen de silencio 
positivo (el de la LRJAP-PAC) de lo que comienza a serlo bajo un régimen de 
silencio negativo (el de la LTBG). ¡Y todo ello sin que haya habido sanción por 
mí conocida a funcionario o autoridad alguna por incumplimiento de su deber 
de resolver en plazo! Se muestra así que lo importante es la generación de una 
«cultura de la transparencia» que esta segunda Ley está empezando a crear'''. 
2. EL SILENCIO EN LA NORMATIVA GENERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y REUTILIZACIÓN 
En la regulación anterior a la LTBG de 2013, contenida en el artículo 37 
de la LRJAP-PAC, no se decía nada sobre el plazo para resolver solicitudes de 
acceso a la información y sobre el sentido del silencio, lo que motivaba que, por 
aplicación de las regla supletorias contenidas en la citada la ley el plazo fuera de 
tres meses y el silencio positivon. Por su parte, el artículo 57 de la Ley 16/1985, 
de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español no establecía plazo ni sentido 
del silencio para el acceso a los archivos que no fueran de gestión u oficina y el 
Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, del Sistema Español de Archivos, 
que lo desarrolla en el ámbito estatal, preveía expresamente el silencio positivo, 
en línea con la regla supletoria de la LRJAP-PAC. No obstante, en el ámbito au-
tonómico, algunas leyes de archivo sí establecieron el silencio negativo'', dando 
origen a críticas doctrinales en relación a la falta de un régimen unitario'''. 
12. En efecto, el informe realizado por una organización no gubernamental pro transpa-
rencia que centraliza solicitudes y respuestas (httpliblog.tuderechoasaber. es/category/  
ley-de-transparencia/) revela que sólo en un año, el porcentaje de silencio ha disminui-
do del 57% al 42,7%, a la vez que también ha aumentado el porcentaje de respuestas 
favorables. Particularmente elocuente que son las Administraciones locales las que 
han conocido una mayor mejora de su porcentaje de resolución, del 81,3% al 54,4% 
¡no estando aún en vigor para ellas la LTBG! 
13. Arts. 42.3 y 43.1. 
14. Así, el artículo 35.1 de la Ley catalana 10/2001, de 13 de julio, de Archivos y Docu-
mentos o el artículo 35.3 de la Ley castellano-manchega 19/2002, de 24 de octubre, 
reguladora de Archivos públicos 
15. Así, RAMS RAMOS, L., El derecho de acceso a archivos y registros administrativos, Reus, 
Madrid, 2009, p. 479. 
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Llegado el histórico y tardía momento de la aprobación en España de 
la primer Ley destinada específicamente a regular el acceso a la información 
pública, cual fuera el sentido del silencio fue uno de los temas más debatidos. 
Los precedentes eran los siguientes. En el Anteproyecto de Ley del anterior 
Gobierno socialista y en su posterior proposición de Ley del Grupo Parlamenta-
rio Socialista, una vez iniciada la X Legislatura y ya en la oposición, se preveía 
el silencio desestimatorio16. Mientras que en la proposición de Ley presentada 
por el Grupo Parlamentario Popular en la IX Legislatura se preveía el silencio 
positivo tras una previa de «denuncia de la mora», mecanismo llamado de 
«solicitud confirmatoria»17 
La LTBG, ya desde su Anteproyecto, previó el silencio negativo en el caso de 
falta de notificación de las resoluciones en el plazo máximo de un mes (ampliable 
por otro mes en el caso de que el volumen o la complejidad de la información 
que se solicita así lo haga necesario y previa notificación al solicitante)is, sin 
aportar ninguna justificación19. 
Esta previsión fue objeto de numerosas críticas, volcadas tanto en la 
consulta pública a la que se sometió el Anteproyecto de Ley-20, promovidas 
por organizaciones no gubernamentales pro transparencia21. El Gobierno, no 
obstante, lo mantuvo, y encontró el respaldo de su opción en el Dictamen del 
Consejo de Estado". 
16. Proposición de Ley núm. 122/000010, de transparencia y acceso a la información pública, 
presentada por el Grupo Parlamentario socialista en el Congreso, Boletín Oficial de las 
Cortes Generales. Congreso de los Diputados, de 27 de diciembre de 2011, núm. 10-1, 
preveía un plazo máximo de un mes y silencio desestimatorio (artículo 14), en el mismo 
sentido que el borrador de Anteproyecto del Gobierno socialista de 29 de julio de 2011. 
17. Proposición de Ley núm. 122/000291 relativa a la transparencia, acceso a la infor-
mación pública y buen gobierno, presentada por el Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso, Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados, de 
15 de julio de 2011, núm. 326-1, preveía un plazo máximo de quince días hábiles y 
silencio positivo tras una previa solicitud confirmatoria (artículo 21). 
18. Arts. 20.1 y 20.4. 
19. Tal vez hubiera sido procedente dar cuenta de estas razones en la Exposición de Motivos 
de la Ley, como pareció sugerir el Consejo de Estado en su Dictamen al Anteproyecto 
de Ley («En definitiva, a la vista de las anteriores consideraciones, queda claro que 
la regla contenida en el artículo 17.4 se encuentra amparada por los mencionados 
preceptos legales, si bien podría incluirse una remisión expresa a ellos, a fin de evitar 
cualquier duda que el establecimiento del silencio negativo pueda generar desde el 
punto de vista de su adecuación a Derecho»). 
20. De acuerdo con el informe del Ministerio de la Presidencia sobre la consulta pública 
el texto «ha recibido numerosas observaciones contrarias a prever el silencio negativo 
en caso de ausencia de resolución expresa de la solicitud». 
21. Muy notablemente, la Coalición Pro Acceso que afirmaba que «un silencio negativo 
tendría consecuencias especialmente negativas en la implementación de la ley de 
transparencia y harían este proceso más lento y menos eficiente» 
22. En su Dictamen 707/2012 se recoge que «esta concreta opción ha sido objetada por 
muchos de los sujetos y entidades que han participado en el trámite de consulta pú- 
Los expertos comparecientes ante la Comisión Constitucional mostraron 
puntos de vista divergentes, desde los firmes partidarios de su mantenimiento", 
blica electrónica». Sin embargo, consideró que «la solución que el anteproyecto ha 
adoptado en este punto resulta lógica y adecuada a Derecho». «Debe tenerse en cuenta, 
ante todo, el especial objeto sobre el que se proyecta el derecho de acceso que regula 
el anteproyecto, que no es otro que la información pública tal y como se define en el 
artículo 9. Esta información puede versar sobre una multiplicidad de actividades públicas 
y puede incluir en muchos casos datos relativos a materias o a terceros dignos de una 
especial protección. Desde esta perspectiva, es evidente que el derecho reconocido en 
el artículo 105.b) de la Constitución y regulado más extensamente en la Ley proyectada 
puede potencialmente entrar en conflicto con otros derechos e intereses (el derecho 
a la intimidad, el derecho al honor o el derecho a la protección de datos de carácter 
personal, así como el secreto profesional, la propiedad intelectual o la protección del 
medio ambiente, entre otros) que, en determinados supuestos, hayan de prevalecer 
sobre aquel. Siendo ello así, no cabe admitir la posibilidad de que, como consecuencia 
de la falta de resolución expresa en plazo de una solicitud de acceso, estos derechos 
puedan resultar vulnerados. La sola necesidad de protegerlos frente a la posibilidad de 
que puedan verse afectados o vulnerados como consecuencia de la estimación presunta 
de las solicitudes de acceso a la información pública justifica per se la regla del silencio 
negativo contenida en el precepto examinado, por cuanto «la protección de los dere-
chos» se configura en el artículo 3 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, como una razón imperiosa de interés 
general, categoría en la que también se incluyen el orden público, la seguridad pública, 
la lucha contra el fraude o la protección del medio ambiente, entre otros ejemplos que 
igualmente permitirían sustentar en este caso la regla del silencio negativo. A este res-
pecto debe recordarse que el artículo 43 de la Ley 30/1992, tras consagrar con carácter 
general la regla del silencio positivo en los procedimientos iniciados a instancia de los 
interesados, permite que una norma con rango de ley establezca el silencio negativo 
siempre que concurran «razones imperiosas de interés general». En definitiva, a la vista 
de las anteriores consideraciones, queda claro que la regla contenida en el artículo 17.4 
se encuentra amparada por los mencionados preceptos legales, si bien podría incluirse 
una remisión expresa a ellos, a fin de evitar cualquier duda que el establecimiento del 
silencio negativo pueda generar desde el punto de vista de su adecuación a Derecho». 
23. Tomás-Ramón Fernández, profesor de Derecho administrativo, puso de manifiesto 
que: «El silencio positivo es un disparate. Solo en determinados casos tiene sentido, 
excepcionales cuando se supone, por la regulación de una materia que quien lo pide 
tiene un derecho preexistente». Benigno Pendás, director del Centro de Estudios Polí-
ticos y constitucionales y profesor de Ciencias Políticas afirmó que el silencio negativo 
«me parece que es perfectamente razonable en esta materia». Yo mismo apunté: «Sobre 
el silencio negativo [...] —y telegráficamente también porque no tengo más tiempo—, 
dicho de una forma muy rotunda, a mi juicio el silencio en esta materia solo puede ser 
negativo. No es casual que todas las leyes nacionales del mundo o no se pronuncien, 
dándolo por hecho y diciendo que lo que cabe es recurrir ante los tribunales en caso de 
denegación, o lo digan expresamente. Porque creo que como sociedad no estaríamos 
dispuestos a que la defensa, las relaciones exteriores o la intimidad de los ciudadanos 
en sus historiales clínicos, por el paso de un día en el plazo, estuvieran al descubierto 
de todos. Ese es mi pronunciamiento. En este caso sí me puedo pronunciar de forma 
rotunda: creo que hay que ir al silencio negativo. Y hay que decirlo en la ley, aunque 
se venda mal políticamente, porque, como saben, en nuestro procedimiento adminis-
trativo, si no se dice nada, el silencio sería positivo y habríamos acuñado esa regla». 
hasta los que mantuvieron una posición que podríamos calificar de más o menos 
tibia24 o los abiertamente partidarios del silencio positivo25. 
24. Así, Antonio Garrigues Walker, del Comité Ejecutivo de Transparencia Internacional 
España, que afirmó que «creo que empezaremos con el silencio negativo y acabaremos 
en el silencio positivo, se diga lo que se diga y pase lo que pase». Jesús Lizcano Álvarez, 
presidente de Transparencia Internacional España, que afirmó: «Cuando estuvimos 
trabajando estos meses pasados —yo soy economista, no soy jurista— en el grupo de 
expertos había personas que decían que el silencio administrativo positivo también 
tenía algunos problemas. Lo que pedimos es que por respeto al ciudadano se intente 
obligar a la Administración a contestar, afirmativa o negativamente, y que si no se hace 
se establezca un sistema de apercibimiento, de multas o lo que sea, pero que por lo 
menos se les obligue a contestar». Manuel Sánchez de Diego y Fernández de la Riva, 
profesor de Derecho constitucional y miembro de la Coalición Pro Acceso: « ...1 el 
principio es el silencio positivo. La excepción es el silencio administrativo negativo 
[ 	Personalmente sin embargo creo que es un aspecto secundario si existe realmente 
un órgano independiente de control del derecho de acceso y de promoción». Rosana de 
Andrés Díaz, presidenta de la Asociación de Archiveros de la Función Pública, afirmó 
que «estamos a favor del silencio positivo como un horizonte que somos conscientes 
que nunca se alcanza» 1...1 Ahora bien, ¿se podría encontrar una fórmula para que las 
administraciones públicas estuviéramos obligadas siempre a responder? A lo mejor. 
Desde luego, el silencio negativo parece lo más sensato [ ....] Pero si hay que decantarse 
por uno u otro, por principio y por realismo, me decanto a favor del silencio negativo, 
teniendo como horizonte el silencio positivo, pero un horizonte que quien lo haya alcan-
zado o quien lo vaya a alcanzar será muy dichoso». Manuel Villoria Mendieta, profesor 
de Ciencias políticas: «Y el silencio negativo, que también entiendo, debe asumirse para 
casos más tasados, no tan en general, porque no en todos los casos es necesario. Creo 
que la Agencia Estatal de Transparencia, Evaluación de Políticas y Calidad de los Servi-
cios requiere mayor independencia. Es cierto que además incorpora el silencio negativo 
también después de tres meses. No es necesario que la agencia también tenga silencio 
negativo, salvo que se prevea un volumen de trabajo que probablemente no se dará». 
Antonio Gutiérrez-Rubi, experto en transparencia y fundador y director de Ideograma: 
«Mi derecho como ciudadano a preguntar no puede ser correspondido por su derecho 
a no contestar. El silencio negativo no es una solución, es la coartada para no cumplir 
con el derecho a la información. La reciprocidad es básica y es ejemplar». Rafael Ribó 
i Massó, Sindic de Greuges de Cataluña: Han discutido ustedes sobre el silencio, sobre 
cómo debería ser y lo plasman en la ley como silencio negativo. Creo que es un error. 
Rompe una regla general de silencio positivo, la de la Ley básica de régimen jurídico de 
las administraciones, y puede dar lugar incluso a que la negligencia de los que están en 
las administraciones pueda limitar el derecho al acceso o negarlo por la no respuesta y 
por el efecto del silencio negativo. Si lo pusiésemos positivo se podrían explorar fórmulas 
que fijasen el límite del mismo estableciendo supuestos en los cuales no pudiese operar; 
teniendo en cuenta además que un silencio positivo no implica automáticamente el acceso 
a la información, porque después tienen que proveerse por parte de las administraciones 
los correspondientes archivos o datos cuyo acceso ha sido pedido. Perdería relevancia 
por completo la polémica que tienen ustedes sobre el silencio si de verdad establecieran 
un procedimiento ágil, independiente y diáfano para resolver los conflictos a la hora de 
acceder a la información. La polémica en la que están ustedes enzarzados y en la que 
hay posiciones diferentes entre los comparecientes, perdería todo su sentido». Borja 
Bergareche, corresponsal de ABC en Londres, advertía de que «mantener el silencio 
administrativo negativo será un incentivo en sentido contrario a la transparencia para 
La oposición al silencio negativo estuvo detrás de los motivos que susten-
taron las enmiendas a la totalidad planteadas por diversos grupos parlamen-
tarios", como quedó de manifiesto en el debate27, en que los razonamientos 
los que van a gestionar esta ley, que son aquellas personas que, por su condición de 
funcionarios públicos, gestionan documentos públicos». Guzmán Garmendia Pérez, ex 
director de gobierno abierto del Gobierno de Navarra afirmó que: «Sin ánimo de entrar 
en términos ni aspectos legales (sic), espacio en el que, como decía antes, al contrario 
que en el tecnológico, no me muevo con soltura, les tengo que pedir que eliminen del 
texto el silencio negativo y lo transformen en silencio positivo [...1 Sobre el silencio 
positivo se han dicho muchas cosas aquí. Las comparto. No soy jurista y tampoco me 
muevo como pez en el agua en ese campo. Soy un tecnólogo, y probablemente ustedes 
tengan razón. Posiblemente en Navarra haya que coger el silencio negativo por todo lo 
que están diciendo. No me duelen prendas en reconocerlo. Si están todos de acuerdo, 
yo no voy a remar a contracorriente, pero sí les voy a explicar por qué en Navarra cogi-
mos el silencio positivo, siendo la única ley del mundo que lo tiene, que es un dato que 
desconocía, pero que a partir de ahora voy a repetir en mis charlas. Lo cogimos porque 
entendíamos que así se conversaba con la población y nosotros queríamos hacer una 
ley conversadora, que entablase esa conversación continua con los ciudadanos». Juan 
Alfonso Santamaría Pastor, profesor de Derecho administrativo: «Les hablo a ustedes 
como abogado. Sinceramente, creo que es una discusión superflua. Da lo mismo. Me 
pongo en la posición del abogado al que va un señor y le dice: Oiga, he pedido una 
cosa y no me la dan. Defiéndame usted. Aquí pone silencio negativo y en la ley navarra 
pone silencio positivo. Y yo le digo: Tanto da. Es exactamente igual. Primero, porque a 
usted no le van a dar la información, ni con silencio positivo ni con silencio negativo, y 
segundo, si quiere conseguir la información, tendremos que ir a un pleito y al final del 
pleito el juez dirá: denle la información o no se la den. ¿Hay diferencia si hay silencio 
positivo o no en el momento previo del proceso para conseguirlo a través de medidas 
cautelares? Sinceramente, no. Un juez puede decir lo que quiera, evidentemente, pero 
en principio no. No se puede dictar una medida cautelar sobre la base de un precepto de 
silencio positivo, diciendo: désele la información. Un juez no puede hacer eso porque 
resuelve el fondo del proceso y eso es lo que prohíbe la Ley de lo Contencioso en cuanto 
a las medidas cautelares. Desde ese punto de vista, es indiferente». 
25. Elisa de la Nuez Sánchez-Cascado, abogada del Estado en excedencia y miembro de 
la Coalición pro Acceso, aludió a las ventajas del silencio positivo para estimular la 
resolución en plaza y a la existencia de mecanismos de revisión de oficio, añadiendo: 
«Pero, insisto, creo que lo más importante es que de verdad haya una supervisión o un 
control independiente». En todo caso, reconocía que su virtualidad pasa por acudir con 
posterioridad a los tribunales para exigir el cumplimiento, con los consiguientes costes 
de tiempo y dinero. Antonio Ruiz Salgado, representante de la red de abogados para la 
defensa ambiental se mostraba contrario al silencio positivo (considerándolo contrario 
a la obligación de motivar las resoluciones establecidas en el proyecto —sic—) y contrapo-
niéndolo con el silencio positivo derivado de la ausencia de previsión en la LAIA. Añadía 
que todo ello «sin perjuicio de que la resolución estimatoria por silencio positivo pueda 
ser ejecutada en la forma más conveniente y que sea procedente en derecho» (sic), y 
apelaba también a los mecanismos de revisión de oficio como salvaguarda última. 
26. Presentaron y mantuvieron enmiendas a la totalidad Esquerra Republicana de Catalunya 
(con texto alternativo), Compromís-Equo, Unión Progreso y Democracia, Izquierda Plural, 
Bloque Nacionalista Galego, por una valoración global del Proyecto como insuficiente 
27. Sesión plenaria núm. 111 de 30 de mayo de 2013, Diario de Sesiones del congreso de 
los Diputados núm. 117, p. 1. 
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en apoyo del silencio positivo28 fueron contestados con rotundidad por la 
Vicepresidenta del Gobierno y Ministra de la Presidencia29 y por el portavoz 
del Grupo Parlamentario Popular que lo sustentaba30. 
28. Así, el representante de Compromís-Equo la justificó en siete puntos, uno de los 
cuales: «porque mantiene el silencio administrativo negativo. ¿Para qué queremos 
la ley si ustedes pueden denegar una información sin explicaciones? Es correr en 
dirección contraria al espíritu de la transparencia». El de UPyD: «Veamos, por ejem-
plo, la cuestión del silencio negativo, que he discutido con representantes del Grupo 
Popular, que dicen que el silencio negativo es algo completamente normal puesto 
que si el silencio fuera positivo daría lugar a que reclamaciones de información que 
no corresponden se convirtieran en un derecho adquirido por el silencio positivo. 
Pero es que no es así, porque para eso basta con que las administraciones cumplan 
con su obligación y den una negativa razonada a las peticiones consideradas ilegí-
timas. Introducir aquí el silencio negativo es hacer una ley de transparencia que en 
realidad conserva todos los tics burocráticos de tipo arcaico que consideran a los 
ciudadanos no como ciudadanos, sino como administrados, y a la Administración 
algo que está por encima de todo el mundo y que, por supuesto, no considera ni cree 
en el principio de toda ley de transparencia de calidad, a saber: toda la información 
pública que obra en poder de las administraciones es propiedad pública y, por lo 
tanto, de acceso para todos los ciudadanos, con excepciones que tienen que estar 
muy tasadas y que tienen que ver con la seguridad del Estado y con la protección de 
la intimidad de las personas. En el resto de las cuestiones que tengan que ver con el 
acceso a documentos, las restricciones tienen que ser las mínimas y, por supuesto, 
si introducimos el silencio negativo es un mal comienzo porque esto da a las admi-
nistraciones una discrecionalidad prácticamente ilimitada [ ... Como les decía, si 
además cumplen ustedes con su compromiso —que esperamos que sea así— de firmar 
el Convenio europeo de acceso a documentos públicos, ese mismo convenio deja 
claro que no se pueden aceptar restricciones como el silencio negativo y otras y por 
lo tanto nos obligaría, como ya ha pasado varias veces, a un nuevo parche posterior, 
a una nueva chapuza que sería cambiar una ley recién aprobada». El del Grupo de 
IU, ICV-EUiA, CHA: La Izquierda Plural: «Hay que regular el silencio administrativo 
positivo y no el silencio administrativo en negativo. El proyecto de ley es comple-
tamente incompatible con el principio de publicidad y con la obligación de motivar 
las denegaciones de información. Hay que tener en cuenta que en España, señora 
vicepresidenta, el 50% de las solicitudes de información no se responden, el 50% 
de los ciudadanos que piden a la Administración una respuesta no la reciben y la 
contestación del Gobierno es la regulación del silencio negativo. Pues no, ese no es 
el futuro, eso no es una ley del siglo XXI». 
29. Aludió a la escasez de medios de la Administración, a la opción por el silencio negativo 
en el Derecho comparado y a la previsión del Convenio Europeo de Acceso de los Do-
cumentos Oficiales, que presupone el silencio negativo y a la argumentación aportada 
por el Consejo de Estado de la necesaria protección de bienes públicos y derechos 
constitucionales. Se manifestó a favor como elemento disuasorio de las sanciones a 
autoridades y funcionarios que no resolvieran en plazo. 
30. Apelaba a la generalidad del silencio negativo en el Derecho comparado motivada 
porque en caso contrario el retraso generaría un derecho incondicional a obtener la 
información del tipo que fuera, aunque pudiera suponer un perjuicio para bienes 
públicos o a derechos fundamentales como la intimidad. 
Posteriormente, se plantearon diversas enmiendas al articulado por estos 
mismos grupos tanto en el Congreso de los Diputados como en el Senado pos-
tulando el silencio positivo, que fueron rechazadas31. 
Todo ello evidentemente no es óbice para que como medida pedagógica y 
de «fomento» del cumplimiento, se tipifiquen como infracción grave los incum-
plimientos reiterados de la obligación de resolver en plazo, a los efectos de la 
aplicación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspon-
diente normativa reguladora, como hace la LTBG en su artículo 20.6, y como leve 
los incumplimientos no reiterados, como hacen diversas leyes autonómicas32. 
Resulta remarcable que entre la doctrina que ha analizado la reciente re-
gulación de la LTBG son mayoría los autores favorables al silencio positivo33 y 
31. Así, en el Congreso, las enmiendas núm. 85 de Amaiur (argumentada en que el 
silencio administrativo negativo «articula una nueva barrera que dificulta el acceso 
a la información» y viola el principio que impone que «las denegaciones de acceso 
deben ser motivadas»), 159 de Esquerra Republicana de Catalunya, 202 de Geroa Bai 
(«esta disposición se sale de la norma general establecida en el artículo 43.1 de la Ley 
30/1992 1_1» y «no es de recibo»), 245 del Grupo de IU, ICV-EUiA: La Izquierda 
Plural que («un silencio negativo tendría consecuencias especialmente negativas en 
la implementación de la ley de transparencia y harían este proceso más lento y menos 
eficiente»), y 343 del Grupo de Unión Progreso y Democracia. En el Senado, núms. 39 
de Izquierda Unida, 69 Eusko Alkartasuna y 109 de Entesa pel progres de Catalunya. 
También procede dejar constancia que Convergéncia i Unió postulaba en sus enmiendas 
núm. 414 en el Congreso y 177 en el Senado el silencio positivo, «excepto cuando su 
denegación, total o parcial, viniera expresamente impuesta en una norma con rango 
de ley o en aquellos supuestos en los que, por no estar la información disociada, su 
entrega podría comportar una revelación de datos de carácter personal protegidos por 
ley», acogiendo así una solución inspirada en la Ley navarra ya entonces vigente y 
que, como veremos, se trasladaría luego a la Ley catalana. 
32. Así, la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía considera 
infracción disciplinaria grave «el incumplimiento reiterado de la obligación de resolver 
en plazo la solicitud de acceso a la información pública» (artículo 52.2.b) y leve el 
«incumplimiento injustificado de resolver en plazo la solicitud de acceso a la informa-
ción pública» (artículo 52.3.b), en el caso de los sujetos obligados cara al ciudadano; 
e infracción grave «la falta de contestación al requerimiento de información» (artículo 
53.2.a) y leve «el retraso injustificado en el suministro de información» (artículo 53.3.a), 
en el caso de los sujetos privados obligados a facilitar información a la Administración 
para que ésta cumpla con sus obligaciones. Siguiéndola, la Ley 12/2014, de 16 de di-
ciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la Región de Murcia (artículos 
43.3.b), 43.4.b, 47.3.a y 47.4.a, respectivamente), la Ley 12/2014, de 26 de diciembre, 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública de Canarias (artículos 68.1.A.2.b, 
68.1.A.3.b, 69.1.B.2.a y 69.1.B.3.a) y la Ley 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, 
Buen gobierno y Participación Ciudadana de la Comunidad Valenciana (artículos 
31.2.a, 31.3.b, 33.2.a y 33.3.a). Separándose de las bases estatales, la Ley 19/2014, de 
29 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 
de Cataluña considera como infracción grave «no resolver las solicitudes de acceso a la 
información de forma expresa y motivada dentro del plazo preceptivo (artículo 78.2.i) 
33. A favor claramente del silencio positivo se manifestaron ya durante la tramitación la 
Coalición pro acceso (en sus Propuestas, p. 9: «teniendo en cuenta que en España, de 
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media, más del 50% de las solicitudes se quedan sin respuesta, establecer un silencio 
negativo tendría consecuencias especialmente negativas en la implementación de la 
ley de transparencia y harían este proceso más lento y menos eficiente»), J. A. ALVAREZ 
MARTÍN («La futura ley de Transparencia ¿una solución adecuada y creíble?», Revista 
Aranzadí Doctrinal, núm. 7, 2012, pp. 35-54), M. GARCÍA AÑÓN, «Algunas propuestas de 
cambio de texto del anteproyecto de Ley de Transparencia (http://www.cepc.gob.es/docs/  
ley-de-transparencia/propuestas-mar%C3%ADa-garc%C3%ADa-a%C3%Bl%C3%B3n.pdf?s-
fvrsn=0), o E J. ENÉRIZ OLAECHEA («El proyecto de Ley de transparencia: transparencia 
de la actividad pública y publicidad activa», Revista Aranzadi Doctrinal, núm. 9, 2013, 
pp. 21-34. Con posterioridad a la aprobación de la LTBG, se han mostrado contrarios al 
silencio negativo, entre otros, A. RAMOS DE MOLINS (en DE LA NUEZ SÁNCHEZ-CASCADO 
y TARÍN QUIRÓS, C. (coords.), op. cit., p. 396, por ser una «medida de ralentización de 
la puesta en práctica del derecho de acceso a la información pública en nuestro país»; y 
BALLESTEROS MOFFA, L. A., «La ausencia de respuesta a las solicitudes y reclamaciones 
de acceso a la información pública: ¿el caballo de Troya de la transparencia?», Revista 
Española de Derecho Administrativo, núm. 161, 2014, pp. 75-100. M. A. BLANES CLI-
MENT, La transparencia informativa de las Administraciones Públicas. El derecho de las 
personas a saber y la obligación de difundir información pública de forma activa, Aranzadi, 
Cizur Menor, 2014, p. 657, pone de relieve que pese a su falta de eficacia inmediata en 
esta materia, tiene por virtud impedir una resolución expresa desestimatoria posterior 
y permitir acudir al mecanismo del artículo 29 LICA, en cuyo seno aboga además por 
la adopción de la medida cautelar de ejecución de acto firme de puesta a disposición 
de la información. Pese a reconocer que así pueden quedar afectados otros derechos, 
afirma: «sin embargo, en mi opinión, estos otros derechos concurrentes no se vulneran 
con el reconocimiento de los efectos positivos del silencio. La estimación presunta de la 
solicitud operaría siempre que no existiera excepción legalmente prevista. El Juzgado o 
Tribunal encargado de adoptar la medida cautelar de entrega de la información puede 
denegarla si considera que concurre alguna manifiesta prohibición o excepción al dere-
cho de acceso». (p. 289). También a favor del silencio positivo FERNÁNDEZ SALMERÓN, 
M., en «Procedimiento administrativo e información del sector público», en VALERO 
TORRIJOS, J. y FERNÁNDEZ SALMERÓN, M., Régimen jurídico de la transparencia del sec-
tor público, op. cit., pp. 314-316. Defiende que hay argumentos a favor y en contra del 
silencio positivo, pero que prevalecen los primeros. Reconoce que el silencio negativo 
es la regla en el Derecho comparado y que el silencio positivo no permite en este caso 
una satisfacción inmediata del derecho de acceso. No obstante, piensa que incluso en 
caso de silencio positivo, la Administración «podría todavía, si considerase inatendible la 
solicitud, no poner a disposición del solicitante la información requerida. Aun tratándose 
de una conducta reprobable, no cabe duda de que la misma todavía conllevaría aspectos 
positivos desde el punto de vista de la salvaguardia de los intereses públicos o privados». 
Considera que incluso en este caso y pese a ser una conducta «reprobable» (léase ilegal) 
tendría de positivo la aplicación al empleado público del régimen disciplinario. Y que 
se daría lugar a una inactividad material contra la que cabría actuar ante los tribunales. 
Ahora bien, estima que: «En el proceso que se instaurara, la Administración Pública 
siempre podría aducir la concurrencia en el caso concreto de límites de índole pública 
o privada que desaconsejaran el derecho de acceso a pesar de la estimación presunta del 
procedimiento, con la consiguiente garantía para los intereses, públicos o privados, que 
eventualmente pudieran oponerse al acceso». Todo ello «sin perjuicio de» poder acudir 
a los mecanismos de revisión de la LRJPAC para dejar sin efecto el acto presunto. Por lo 
demás, echa de menos la justificación de las razones imperiosas de interés general que 
para el establecimiento de casos de silencio negativo impone el artículo 43.2 LRJPAC. 
Y cree que el silencio positivo alienta más al cumplimiento. 
minoritaria la opinión a favor de la pertinencia del silencio negativo en la que 
abiertamente nos inscribimos, por las razones que apuntamos al comienzo de 
este epígrafe'''. 
El silencio negativo con carácter básico en la LTBG. Básico porque así lo 
establece la propia LTBG35, lo que a mi juicio no permite interpretar que el 
legislador autonómico de desarrollo o las ordenanzas locales puedan transfor-
mar el silencio en positivo bajo la argumentación de «ir más allá» o ser «más 
generoso», porque la supuesta «generosidad» con el solicitante de información 
se troca en «más acá» y en «rigor» con los interés públicos o derechos indivi-
duales afectados por un silencio positivo. 
Sin embargo, la mala «venta» política del silencio negativo para la ciudadanía 
y los medios de comunicación y la voluntad de presentar las leyes autonómicas 
de transparencia como «más avanzadas» ha llevado a algunas leyes autonómicas 
a establecer un «aparente» silencio positivo. 
En efecto, establecen el silencio negativo la mayor parte de las leyes y de 
los proyectos de ley autonómicos36. Sin embargo, el art. 30.2 de la Ley Foral 
11/2012, de 21 de junio, de Transparencia y del Gobierno Abierto de Navarra 
dispuso una fórmula sui generis: «Si en el plazo máximo previsto para resolver 
y notificar no se hubiese recibido resolución expresa, se entenderá estimada la 
solicitud salvo con relación a la información cuya denegación, total o parcial, 
34. De esta misma opinión, C. BARRERO RODRÍGUEZ, «El derecho de acceso a la información 
pública», en GUICHOT, E. (coord.), Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno, Tecnos, Madrid, 2014, pp. 233-234. M. A. SENDÍN GARCÍA, M. A. (en 
RODRÍGUEZ ARANA, J. y SENDÍN GARCÍA, M. A., Transparencia, acceso a la información y 
buen gobierno. Comentarios a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso 
a al Información Pública y Buen Gobierno, Comares, Granada, 2014, p. 184), considera 
que en este caso el silencio positivo no es eficaz (pese a que en caso de incumplimiento 
quepa el recurso contencioso por inactividad), y el negativo ofrece una mayor protec-
ción a los intereses públicos y privados que se podrían ver perjudicados, y que, por 
tanto, lo importante es obtener una respuesta explícita, y para ello reforzar el sistema 
disciplinario. S. FERNÁNDEZ RAMOS (en FERNÁNDEZ RAMOS, S. y PÉREZ MONGUIO, J. M., 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, op. cit., pp. 237-241) 
defiende que «el silencio estimatorio en este tipo de procedimiento es, aparentemente, 
muy plausible, pero no está exento de inconvenientes que no podemos aquí exponer». 
Destaca, en todo caso, que habrían de haberse justificado las razones imperiosas de 
interés general que han determinado la opción del legislador, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 43.2 LRJPAC, y que, en línea con el 43.3 de la citada ley, debería haberse 
hablado de la posibilidad de entenderlo desestimado, y no de la obligación de hacerlo. 
35. Disposición Final Sexta. 
36. Así, de forma expresa, la Ley canaria e, implícitamente (aludiendo a la posibilidad de 
reclamar frente a denegaciones expresas o presuntas) las Leyes andaluza, extremeña, 
murciana, riojana y castellano-leonesa. FERNÁNDEZ RAMOS, S. (en FERNÁNDEZ RAMOS, 
S. y PÉREZ MONGUIO, J. M., Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Go-
bierno, op. cit., p. 241, considera, por el contrario, que cabe al legislador autonómico 
prever en este caso el silencio positivo «pues se supone que es más ventajoso que el 
desestimatorio» pero que es dudoso que, en la práctica, sea correcta esta opción. 
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viniera expresamente impuesta en una norma con rango de ley». ¿Cabía enten-
der que la ley básica estatal que establece el silencio negativo transforma este 
precepto en carente de sentido? A mi juicio sí, pero forzar así la claridad de la 
norma por un argumento de mejor venta «política» resulta inaceptable desde 
el punto de vista de la seguridad jurídica. Pues bien, la Ley 19/2014, de 29 de 
diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 
de Cataluña en su artículo 35 ha retomado este «espíritu», «perfeccionándolo» 
al reconocerlo y a la vez complementarlo con una prohibición de silencio contra 
los límites legales'''. Se llega así al paroxismo, introduciendo una fórmula que 
recuerda al antiguo «silencio contra plan» en el urbanismo: si no se obtiene 
contestación en plazo ha de entenderse concedido el acceso a la información, 
salvo que una norma establezca lo contrario (y así lo hace, recuérdese, la Ley 
básica estatal). Y, en todo caso, el silencio positivo no opera si concurren alguno 
de los límites establecidos en la propia Ley catalana o «en otras leyes» (y téngase 
en cuenta que la Ley catalana ha «suprimido» alguno de los límites contenidos 
como básicos en la Ley estatal, límites que ahora reaparecen por esta vía). Ahora 
bien, ¿quién determinará si concurren los límites? ¡Para ello, es necesaria una 
resolución expresa! De tal modo que cuando el solicitante pida la ejecución del 
silencio positivo (el acceso a la información), se verá en realidad sometido, en el 
mejor de los casos, ¡a un nuevo procedimiento de examen de su solicitud! Para 
colmo, el apartado cuarto dispone que: «La denegación de acceso a la informa-
ción habiéndose producido silencio administrativo estimatorio puede dar lugar 
a la exigencia de responsabilidad, de acuerdo con lo establecido por el título 
VII». Es decir, si en esta segunda (e informal) «reapertura del procedimiento», 
se concluye que concurre alguno de los límites y se deniega la información, la 
autoridad o empleado público podrá incurrir en responsabilidad disciplinaria, 
por lo que se verá tentado a resolver a favor del acceso, concurra o no uno de 
los límites que pretenden proteger bienes públicos y privados en juego38. 
37. Así, su artículo 35 establece en su apartado primero que: «Si la Administración no 
resuelve y notifica dentro del plazo establecido, la solicitud se entiende estimada, 
salvo que una norma con rango de ley establezca expresamente un efecto desestima-
torio, total o parcial, con relación a una determinada información». Pero añade en su 
apartado segundo que: «No se puede adquirir por silencio administrativo el derecho 
de acceso si concurre alguno de los límites establecidos por esta u otras leyes para 
tener acceso a la información pública». Y en su apartado tercero que: «En el caso de 
silencio administrativo estimatorio, la Administración está obligada a facilitar el acceso 
a la información pública en el plazo establecido por el artículo 36, a contar desde el 
momento en que el solicitante lo pide». 
38. El ejemplo ha cundido. El artículo 31.2 la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia 
de la actividad pública y Participación ciudadana de Aragón sigue su homólogo navarro 
y dispone que: «Si en el plazo máximo establecido no se hubiera notificado resolu-
ción expresa, el interesado o la interesada podrá entender estimada la solicitud, salvo 
con relación a la información cuya denegación, total o parcial, viniera expresamente 
impuesta en una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés general o 
en una norma de derecho comunitario». Y el artículo 17.3 de la Ley 2/2015, de 2 de 
abril, de Transparencia, Buen gobierno y Participación Ciudadana de la Comunidad 
Valenciana establece que: «Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya 
3. EL SILENCIO EN LAS DIRECTIVAS DE ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL 
Y EN LAS LEYES ESPAÑOLAS DE TRANSPOSICIÓN 
La LAZA incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE. Entre los de-
rechos que reconoce se encuentra, en su artículo 3.1.d), el derecho a recibir la 
información solicitada en los plazos máximos establecidos en el artículo 10, 
precepto que establece un plazo máximo de un mes desde la recepción de la 
solicitud en el registro de la autoridad pública competente para resolverla, con 
carácter general, ampliable en casos excepcionales. Nada dice sobre el sentido 
del silencio. 
Su precedente, la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, sobre el derecho de 
acceso a la información en materia de medio ambiente, establecía en su artículo 
4.1 artículo 4.1 un plazo máximo de resolución de dos meses y sentido deses-
timatorio del silencio, una decisión consciente del legislador, como muestra 
su explicación en la propia Exposición de Motivos de la Ley, que lo justifica 
en que en casos como éste se requiere la entrega efectiva de información, por 
lo que el silencio positivo no resulta efectivo, todo ello sin perjuicio de que 
exista una obligación legal de resolver y de la posibilidad de acudir a los tribu-
nales ante un silencio negativo. Es más, la previsión fue objeto de deliberación 
parlamentaria, pues diversos grupos parlamentarios presentaron enmiendas a 
favor del silencio positivo, que fueron rechazadas39. La doctrina entendió que 
esta solución resultaba razonable habida cuenta de que el acceso a la informa-
ción requiere una actividad material de la Administración, es decir, no basta 
un silencio positivo para satisfacer de forma inmediata el derecho ejercido4°. 
Sin embargo, esta última previsión hubo de ser suprimida mediante reforma 
por Ley 55/1999, de 29 de diciembre (Ley de acompañamiento) para adecuar 
la norma a la Directiva comunitaria, sin por ello contemplar expresamente el 
silencio positivo. 
En efecto, la Comisión Europea, con el posterior refrendo del Tribunal de 
Luxemburgo, habían considerado que la previsión del silencio negativo (en 
diversos países de tradición jurídico administrativa francesa) era contraria a 
dictado y notificado resolución, la solicitud se entenderá estimada. El órgano compe-
tente quedará obligado a proporcionar la información solicitada, excepto aquella que 
pudiera entrar en conflicto evidente con otros derechos protegidos, o aquella cuya 
denegación total o parcial, viniera expresamente impuesta en una ley. En tales casos 
la información será disociada, dando cuenta motivadamente de esta circunstancia». 
En este último, para colmo, se habla de la disociación como remedio universal, cuan-
do ésta se refiere en realidad tan sólo a los casos en que está en juego el derecho a la 
protección de datos... 
39. Los Grupos Parlamentarios del Partido Popular e Izquierda Unida. Lo relata FERNÁN-
DEZ RAMOS, S., El derecho de acceso a la información medioambiental, Aranzadi, Cizur 
Menor, 2009, pp. 172— 180, en p. 173, nota 296. 
40. Entre otros, CERRILLO I MARTINEZ, A., «El derecho de acceso a la información en ma-
teria de medio ambiente. Análisis de la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, de acceso a 
la información en materia de medio ambiente», Autonomies, núm. 24, 1999, p. 157 
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la Directiva. Y lo habían hecho a través de un razonamiento ambiguo por no 
decir contradictorio y jurídicamente ininteligible'". 
La Directiva 90/313/CEE del Consejo, de 7 de junio de 1990, sobre libertad 
de acceso a la información en materia de medio ambiente imponía la posibilidad 
de recurso judicial o administrativo frente a una solicitud «denegada o ignorada 
sin motivo justificado», «de conformidad con el ordenamiento jurídico nacional 
en la materia». Había, pues, una referencia expresa a la posibilidad de recurso 
frente a silencio (ergo, la norma presuponía, negativo). La propia Comisión había 
admitido que la Directiva permitía un régimen nacional de silencio positivo o 
negativo'''. Sin embargo, en su Informe al Consejo y al Parlamento Europeo de 
29 de junio de 2000 consideró que las leyes nacionales que preveían el silencio 
negativo se oponían al requisito establecido en el artículo 3.4 de la citada Di-
rectiva, que exige que se pongan de manifiesto a los solicitantes las razones del 
rechazo. Aun reconociendo que es una ficción para poder recurrir, consideró 
que «una ficción jurídica no debe aprovecharse en modo alguno para eximir 
a las autoridades públicas y a otros organismos de su obligación de justificar 
una denegación dentro del plazo especificado en la Directiva. De esta forma, 
interpuso un recurso por incumplimiento contra Francia que dio origen a un 
pronunciamiento del TJUE dotado de una notable ambigüedad, por no decir, de 
una contradicción intrínseca. En efecto, consideró que en principio era compatible 
la figura del silencio negativo con la exigencia de la Directiva 90/313/CEE de una 
decisión motivada, siempre que con posterioridad y en el plazo máximo fijado 
por la Directiva (entonces, dos meses) se aportara la solicitante la justificación 
41. Una síntesis puede encontrarse en RAZQUÍN LIZÁRRAGA, J.A. y APODACA ESPINOSA, 
A. R., op. cit., pp. 217-219. Comentarios monográfico a esta jurisprudencia en 
MARTÍNEZ GUTIÉRREZ, R., «El silencio administrativo en el acceso a la informa-
ción en materia ambiental (Comentario a la STJCE de 21 de abril de 2005, asunto 
C-186/04)», Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, núm. 9, 2006, pp. 163-17 RAMS 
RAMOS, L., «Silencio negativo y obligación de motivar las denegaciones de acceso a 
la información medioambiental (a propósito de la STJCE de 21 de abril de 2005)», 
Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 128, 2005, pp. 709-726; o en 
GARCÍA URETA, A. y LAZCANO BROTÓNS, I., «Acceso a la información sobre el medio 
ambiente y silencio administrativo, Comentario a Pierre Housieaux v. Délégués du 
conseil de la Région de Bruxelles-Capitale, asunto C-186/04, Sentencia del TJCE 
(Sala Segunda), de 21 de abril de 2005 «, Unión Europea Aranzadi, julio 2015, pp. 
2125. Todos coinciden en un juicio crítico. Los últimos autores citados hablan de 
que «aunque conceptualmente es posible distinguir entre resolución y motivación, 
en la práctica la conclusión a la que llega el TJCE es discutible y, de hecho, llevaría 
a similares resultados que en el caso de exigir una resolución expresa. Es decir, si 
resultaba obligado motivar la denegación de la solicitud de acceso en el plazo de 
dos meses, la Administración correspondiente bien podía adoptar una resolución 
expresa sobre la misma, por lo que no se llega a adivinar el sentido de la distinción 
entre denegación presunta, aceptable como ficción a efectos de recurso, y la exi-
gencia de motivación expresa» (p. 23). 
42. En su Informe sobre la aplicación (COM/2000/400 final) y en la propuesta de Directiva 
(COM/2000/402 final), como recogen RAZQUÍN LIZÁRRAGAJA. y APODACA ESPINOSA, 
A. R., op. cit., p. 217. 
del rechazo a su solicitud". Como puede notarse, este peculiar «compromiso» 
sólo podía tener sentido en los casos en que el plazo para resolver previsto en la 
normativa nacional fuera inferior al de dos meses contemplado como máximo en 
la Directiva, y en todo caso obligaba a una justificación que pasaba, per natura, 
por un análisis sobre el fondo antes del citado plazo de dos meses, análisis que, 
por lo demás, bien podía concluir que no concurría ningún límite al acceso... 
Este pronunciamiento fue ratificado en una posterior cuestión prejudicial, que 
consideró que es la única interpretación que permite mantener el efecto útil 
de la Directiva, que implica que la autoridad pública está obligada a motivar 
toda decisión denegatoria de una solicitud de información. Si bien admite que 
pese a que un silencio desprovisto de motivación ulterior en el plazo máximo 
de dos meses es una decisión ilegal, sí es recurrible por el sistema de recursos 
previsto en la normativa nacional de transposición. Como puede verse, lo que 
podría calificarse como un pronunciamiento «de contenido imposible», por 
parafrasear la causa de nulidad de pleno derecho del Derecho administrativo 
español44, inspirado en tratar de evitar que los Estados incumplan la obliga-
ción de resolver expresamente en plazo y de salvaguardar así el efecto útil del 
derecho de acceso a la información ambiental reconocido en la Directival". En 
realidad, el Tribunal —resultan muy expresivas al respecto las conclusiones de su 
Abogada General en la sentencia Housieaux— parecía querer llegar justo al punto 
que establece la LRJAP-PAC en su artículo 43.2, esto es, recalcar que resolver 
en plazo es una obligación, y que la desestimación por silencio administrativo 
tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso 
administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente, pero no 
es un modo legal de actuar. Pero para un jurista de tradición administrativa 
latina la argumentación resultaba cuanto menos intrincada46. 
43. SSTJUE de 26 de junio de 2003, Comisión contra Francia, C-233/00, Rec. p. 1-6625 
y de 21 de abril de 2005, Pierre Housieaux contra Délégués du conseil de la Région de 
Bruxelles-Capitale, Asunto C-186/04 
44. En esta línea, S. FERNÁNDEZ RAMOS (El derecho de acceso a la información medioam-
biental, op. cit., p. 175), considera que se trata de cuestiones «resueltas de forma no 
exentas de ambigüedad» y que «desde la perspectiva de nuestro ordenamiento, esta 
postura es contradictoria, pues se admite el carácter desestimatorio del silencio con 
la condición (de imposible cumplimiento) de que sea motivado». 
45. Este pronunciamiento, por lo demás, se base en que la literalidad de la Directiva 
90/313/CEE permitía —en una interpretación artificial y forzada— disociar plazo para 
resolver y plazo para dar una respuesta motivada. Su artículo 3.4 establecía que: «Las 
autoridades públicas deberán responder a los interesados lo antes posible y dentro de 
un plazo de dos meses. Se deberán indicar las razones de la denegación de la solicitud 
de información». Y su artículo 4: «La persona que considere que su solicitud de infor-
mación ha sido denegada o ignorada sin motivo justificado, o que haya recibido una 
respuesta inadecuada por parte de una autoridad pública, podrá presentar un recurso 
judicial o administrativo contra la decisión de conformidad con el ordenamiento 
jurídico nacional en la materia». 
46. X. ARZOZ SANTISTEBAN ha analizado de forma lúcida y circunstanciada el «Apogeo y 
crisis del silencio administrativo positivo», en Revista Española de Derecho Adminis-
trativo, núm. 170, pp. 53-86. En particular, sobre el silencio en materia de acceso a la 
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Pues bien, como avanzamos, la Ley 55/1999 procedió a suprimir la refe-
rencia al silencio negativo de la Ley 38/1995, sin consagrar de forma expresa 
el silencio positivo, que no obstante se entiende que rige por la aplicación 
supletoria de la tan cuestionada y cuestionable previsión general del artículo 
43 LRJAP-PAC. 
La actual Directiva 2003/4, del Parlamento europeo y del Consejo de 28 
de enero de 2003, relativa al acceso del público a la información medioam-
biental, sigue previendo la necesaria existencia de recurso en materia de 
acceso a la información ambiental (entre otros, en caso de solicitudes 
«ignoradas») pero refiere el plazo, ahora reducido a un mes, a la puesta a 
disposición de la información (artículo 3.2), y determina que en ese mismo 
plazo se comunicarán al solicitante los motivos de la negativa a facilitar la 
información parcial o totalmente en la forma o formato solicitados (artículo 
4.4, párrafo segundo) 47. 
En transposición de esta norma, la LAZA acogió la misma «opción» que su 
antecesora tras la reforma de 1999: guardar silencio sobre el sentido del silencio. 
Desde luego, la solución es plenamente insatisfactoria (si se me permite la 
asociación de palabras), por las razones materiales y procesales que expusimos 
al comienzo de este epígrafe. De su inadecuación dan cuenta la legislación, la 
jurisprudencia y la doctrina. 
En efecto, en el plano legislativo, siendo la LAJA una ley básica, con apoyo en 
el artículo 149.1.23' CE, como establece su disposición final tercera, en ausencia 
de toda previsión sobre el sentido del silencio, las Comunidades Autónomas 
han podido legislar, y alguna de ellas lo hizo estableciendo el silencio negativo 
— optando por lo que juzgamos más coherente y a la vez comprometiendo una 
posible responsabilidad por incumplimiento del Derecho de la Unión europea, 
en su interpretación por el Tribunal de Justicia de Luxemburgo a la que antes 
hicimos alusión48. 
— En el plano judicial, la jurisprudencia ha sido zigzagueante, acogiendo 
interpretaciones diversas. Los Tribunales Superiores de Justicia en unos casos 
admitieron que en estos casos hay silencio positivo exigible en su caso a través 
de la vía del recurso por inejecución de acto firme del art. 29.2 LJCA, con de- 
información ambiental, en pp. 67-68, apuntando cómo en estos casos lo que impone 
el Derecho de la Unión no es el silencio positivo, sino la resolución expresa. 
47. Consideramos que, de acuerdo con la jurisprudencia comunitaria, permitiría a un Estado 
establecer un plazo de resolución más reducido de un mes, silencio negativo y posterior 
motivación dentro del plazo del mes. No compartimos, por ello, la interpretación de 
S. FERNÁNDEZ RAMOS (El derecho de acceso a la información medioambiental, op. cit., p. 
176, que considera que la nueva Directiva descarta ya esta posible interpretación. 
48. Era el caso de la Ley extremeña 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad am-
biental, que prevé que «en el caso de no facilitarse la información al solicitante en el 
plazo señalado deberá entenderse desestimada la solicitud» (artículo 12.2), derogada 
por la Ley 16/2015, de 23 de abril, de protección ambiental de Extremadura. 
recho incondicional a la entrega de la información49, en otros que se trata más 
bien de un caso de inactividad del art. 29.1 de la citada Ley y que la condena 
no obliga a la Administración a entregar la información que no posea o que 
esté afectada por alguna de las excepciones, sino a resolver de forma expresa y 
motivada50, y en otros, finalmente, que rige el silencio negativo51. No obstante, 
un reciente pronunciamiento del Tribunal Supremo ha venido a confirmar la 
interpretación que hemos expuesto en estas páginas: el silencio es positivo 
habida cuenta de la falta de pronunciamiento en la LAZA y por la consiguiente 
aplicación de la regla supletoria de la LRJAP-PAC, siendo la vía del artículo 
29.2 LJCA la vía procedente para hacerlo valer en caso de falta de ejecución por 
la Administración. En esta vía, no cabe ya invocar las excepciones al derecho 
de acceso previstas en la LAZA, sino que sólo procede constatar la producción 
del silencio positivo, y cumplir in integrum con la entrega de la información 
solicitada52. 
— En el plano doctrinal, diversos autores han puesto de manifiesto la im-
procedencia e incluso las desventajas procesales del silencio positivo en esta 
materia". 
4. ¿SUPLETORIEDAD DE LA LTBG O DE LA LRJAP-PAC? ¿SILENCIO POSITIVO O 
NEGATIVO EN MATERIA AMBIENTAL? 
Una vez conocido el estado de la cuestión, queda «sólo» por resolver la 
gran pregunta: en ausencia de previsión expresa sobre el sentido del silencio 
en la LAIA, ¿ha de considerarse de aplicación supletoria el silencio positivo 
previsto en la LRJAP-PAC o el silencio negativo previsto en la LTBG? Siendo 
sin duda un tema argumentable en uno y otro sentido, me parece que tienen 
mucho mayor peso los argumentos que apuntan a la segunda solución, y sin 
embargo resulta paradójico que autores que en su momento pusieron de mani-
fiesto la inadecuación del silencio positivo en materia de acceso a la información 
ambiental se han decantado por la primera, considerando que haría falta una 
49. STSJ Valencia de 18 de diciembre de 2008 (JUR 2009, 130982), SSTSJ de Canarias de 
24 de mayo de 2010 (JUR 2011, 9662), y 11 de junio de 2010 (JUR 2011, 8724), del 
TSJ Castilla-León de 25 de mayo de 2012 (JUR 2012, 254196) JUR 2009, 130982 
50. Así la STSJ de Canarias de 23 de noviembre de 2012 (JUR 2013, 162083)JUR 2013, 
162083 
51. STSJ de Madrid de 26 de septiembre de 2006 (JUR 2007, 167229). Y STJ del País Vasco 
de 16 de junio de 2003 (JUR 2003, 190588 ) (los propios demandantes de información 
habían interpretado como tal el silencio).JUR 2007, 167229 
52. Se trata de la STS de 16 de enero de 2015 (JUR 2015, 276).JUR 2015, 276 
53. Así, entre otros, para S. FERNÁNDEZ RAMOS (en El derecho de acceso a la información 
medioambiental, op. cit., pp. 172— 180), o L. CASADO CASADO (en «Estudio sobre el 
alcance de la supletoriedad de la ley 19/2013, de 9 de diciembre», en Revista Vasca de 
Administración Pública, núm. especial 99-100, 2014, pp. 819-846, pp. 832-833; acoge 
la misma exposición que ya había desarrollado en CASADO CASADO, L. «El derecho de 
acceso a la información ambiental previa solicitud», op. cit., pp. 225-298). 
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previsión legal expresa en la LAIA justificada en razones imperiosas de interés 
genera154 o, al menos, un cambio en la jurisprudencia comunitaria". 
Por nuestra parte, apuntamos en otro lugar que la supletoriedad de la 
LTBG sólo puede operar en los aspectos no regulados en la LAIA, pero que, al 
ser el silencio una materia no regulaba, la extensión del silencio negativo era 
cuestionable, de tal modo que habría que esperar a la respuesta que dieran las 
autoridades administrativas independientes y los tribunales56. Máxime cuando 
la LAIA es básica y en lo no regulado el legislador autonómico podría entrar a 
prever de forma expresa el silencio positivo. Como el tema es relevante y aún 
no se ha producido dicha respuesta, nos parece que hay argumentos sólidos 
54. S. FERNÁNDEZ RAMOS (en FERNÁNDEZ RAMOS, S. y PÉREZ MONGUIÓ, J. M., Transpa-
rencia..., op. cit., p. 56, nota 106): «Una cuestión específica es la relativa al silencio 
administrativo en los procedimientos de solicitud de acceso a la información medioam-
biental, puesto que la Ley 27/2006 no se pronuncia expresamente sobre este aspecto, 
¿debe entenderse que será de aplicación el sentido desestimatorio del silencio ordenado 
en la LTBG? En nuestra opinión no cabe esta interpretación, pues la LRJPAC —art. 
43.1— exige claramente que el silencio se fije en una norma con rango de Ley, y de 
modo justificado, de modo que no cabe la aplicación por vía supletoria del silencio 
desestimatorio establecido en otra Ley». 
55. L. CASADO CASADO («Estudio sobre el alcance de la supletoriedad de la ley 19/2013, de 
9 de diciembre», op. cít., en pp. 836-838) considera que: «Sin embargo, a pesar de que 
sea ésta la solución a que conduce una aplicación estrictamente literal de la disposición 
adicional primera de la LTBG, consideramos que no debe ser ésta la solución aplicable. 
En nuestra opinión, debe mantenerse el silencio positivo, sin que sea posible aplicar 
el efecto desestimatorio del silencio establecido por la LTBG en los procedimientos de 
solicitud de acceso a la información ambiental». Los argumentos serían la exigencia 
en la LRJAP-PAC de una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés 
general, que no se vería cumplida aquí, y la jurisprudencia comunitaria contraria a 
la posibilidad de silencio negativo en materia ambiental en relación con la anterior 
Directiva sobre acceso a la información ambiental, que hemos expuesto en este trabajo. 
De este modo, considera que habrá que esperar a que el TJUE se pronuncie sobre si la 
actual Directiva es incompatible con el silencio negativo. Y concluye: «En cualquier 
caso, las argumentaciones expuestas conducen, según nuestro parecer, a defender el 
mantenimiento del régimen del silencio administrativo positivo en los procedimientos 
de acceso a la información ambiental y a la no aplicación con carácter supletorio en 
este ámbito de la LTBG, aun tratándose de un aspecto no regulado específicamente 
por la LAIA». 
56. En «Transparencia: aspectos generales», en GUICHOT, E. (coord.), Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Buen Gobierno, op. cit., pp. 53 a 55), «En mi opinión, desde 
luego, ha de descartarse que la supletoriedad se aplique al contenido sustantivo de estas 
normas, ampliándose el abanico de los sujetos o los límites; son aspectos regulados 
en cada caso del modo que se ha estimado conveniente para la materia en cuestión. 
Más cuestionable es si podría extenderse el régimen del silencio negativo a los casos 
de información ambiental, donde la Ley que lo regula no dice nada y donde además 
el legislador estatal actúa sólo como legislador básico. En el caso de la normativa 
sobre reutilización, el silencio se contempla como negativo [ ...1 Sólo la práctica de 
las autoridades independientes y, en su caso, la jurisprudencia, contribuirá a despejar 
estas incógnitas». 
para defender, en los casos de imprevisión legal autonómica del sentido del 
silencio, la aplicación supletoria de la LTBG. Entre ellos, la falta de regulación 
del silencio en la LAJA, la llamada expresa de la LTBG a su aplicación supletoria 
a la normativa de acceso a la información ambiental, siendo normativa especí-
fica sobre acceso a la información respecto a la LRJAP-PAC y a la vez general 
dentro de ese bloque normativo; la difícil distinción en el propio campo de 
aplicación de la normativa sobre acceso (LTBG, LRISP. LAJA) y la pertinencia 
de un régimen uniforme del silencio; la inadecuación del silencio positivo para 
dar una respuesta adecuada al derecho de acceso de los ciudadanos en el caso 
de los derechos que requieren una actuación positiva por parte de la Adminis-
tración para hacerse efectivo y para garantizar losintereses públicos y privados 
de alcance constitucional en juego y por el contrario la mayor efectividad que 
aporta el silencio negativo, por las razones de fondo y procedimiento el silencio 
negativo; y, en fin, el propio falseamiento empírico de la idea de que el silencio 
negativo es incentivador de los incumplimientos de la obligación de resolver. 
Ciertamente, en materia de información ambiental, ha de reconocerse que la 
desacertada jurisprudencia comunitaria que hemos expuesto parece constituir 
un freno para una interpretación armónica y razonable de nuestro propio bloque 
normativo, pero no debería evitar optar por interpretaciones lógicas hasta que 
sean claramente descartadas por una nueva sentencia que se pronuncie ya con 
los nuevos elementos (Directiva y Leyes nacionales) en presencia. 
III. LA AUTORIDAD INDEPENDIENTE DE CONTROL EN MATERIA DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN 
1. CONSIDERACIÓN GENERAL 
Para lograr que el derecho de acceso a un bien inmaterial como la infor-
mación pueda cumplir con su finalidad como instrumento de participación 
y control ciudadanos es necesario que las garantías del derecho respondan a 
cuatro principios básicos: inmediatez, asequibilidad, independencia y efecti-
vidad. Al respecto, y junto con los sistemas clásicos (recursos administrativos 
y judiciales, sumado en su caso a la actuación del ombudsman) , la previsión 
de autoridades administrativas especializadas es, sin duda, la tendencia más 
notable en el Derecho comparado". 
57. El Convenio del Consejo de Europa sobre el acceso a los documentos públicos de 
18 de junio de 2009 exige la puesta a disposición de los solicitantes de un recurso 
ante un tribunal o ante otra instancia independiente o imparcial prevista por la ley, 
de cuya existencia debe informarse en la resolución, en caso de denegación total 
o parcial, expresa o tácita, de la solicitud. La instancia debe poder modificar por 
sí misma la decisión o solicitar que se reconsidere. El procedimiento debe ser rá-
pido y poco costoso. Además, pueden seguirse acciones judiciales y disciplinarias 
contra las autoridades y empleados públicos que hayan incumplido gravemente las 
obligaciones que les impone la ley. Deja, pues, un margen importante de confor-
mación a los Estados. En el Derecho de la Unión Europea, los recursos judiciales 
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2. LAS AUTORIDADES INDEPENDIENTES DE GARANTÍA EN LAS LEYES ESPAÑOLAS, 
ESTATAL Y AUTONÓMICAS, DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
Junto con los sistemas clásicos (recursos administrativos y judiciales, su-
mados en su caso a la actuación del ombudsman), la previsión de autoridades 
especializadas es, sin duda, la tendencia más notable en materia de acceso a la 
se presentan ante el Tribunal General, en primera instancia, y ante el Tribunal de 
Justicia, en casación. A ello se une la posibilidad de queja previa ante el Defensor 
del Pueblo europeo, a la que la institución concernida responde en un informe —en 
ocasiones, aceptando total o parcialmente la recomendación del Defensor de dar 
publicidad a los documentos solicitados, que se traslada al reclamante, para que 
haga alegaciones si la institución no se acomoda plenamente a la recomendación, 
y, finalmente, en un dictamen del Defensor, en el que declara si ha habido o no 
mala administración —sin valor constrictivo—. Las facultades del juez comunitario 
se limitan a examinar, en su caso, los documentos y a anular, en su caso, la deci-
sión denegatoria, sin que se extienda a la posibilidad de dirigir a las instituciones 
o agencias órdenes conminatorias de proveer al acceso. Finalmente, en el Derecho 
de los Estados europeos, se acogen tres tipos de recursos: administrativos «clási-
cos»; ante un comité o comisionado; y judiciales, ante los tribunales que conocen 
los asuntos administrativos. En la mayoría de los casos, existe una combinación de 
ellos. La mayoría de los países han creado una autoridad especializada, existiendo 
notables diferencias en su composición y funciones. En línea de tendencia, y con 
excepciones, las leyes más antiguas no previeron la existencia de estas autoridades 
(p. ej., Suecia), las de los años ochenta y noventa optaron por atribuir la competen-
cia sobre acceso a información a una autoridad especializada y sobre protección de 
datos a otra (así, Francia, Italia, Portugal o Bélgica), mientras que las más actuales 
han tendido a la unificación en una única autoridad de ambas competencias (es, p. 
ej., el caso de Alemania, Reino Unido, Suiza, Hungría, Irlanda o Eslovenia). Estas 
autoridades independientes son en unos casos órganos unipersonales (p. ej., en el 
caso alemán, elegido por mayoría absoluta del Bundestag), en otros colegiados (así, 
p. ej., en Francia, Italia, o Portugal; la composición es heterogénea y los miembros 
no tienen dedicación exclusiva; las de Francia, Italia o Portugal están integradas por 
miembros de diversa procedencia y modo de elección, como parlamentarios, magis-
trados y especialistas: y en otros conviven un órgano unipersonal y otro colegiado 
que actúa a modo de superior jerárquico, es el caso de Reino Unido o Suiza). En unos 
casos, son de nombramiento gubernamental, y, en otros, parlamentario. En cuanto 
al alcance de su poder de conocer reclamaciones individuales, hay división entre 
aquellas autoridades cuyas decisiones son meras recomendaciones —tendencialmente 
y, por tanto, con excepciones, las especializadas solo en acceso a la información— (es 
el caso francés, portugués o belga) y aquellas otras cuyas decisiones tienen fuerza 
de obligar, y que, por tanto, pueden ser impugnadas judicialmente y contra cuyo 
incumplimiento la autoridad de control puede demandar a la autoridad pública en 
cuyo poder se encuentra la información —por lo general, aquellas, más modernas, 
que han aunado competencias sobre acceso a la información y protección de datos 
(como en el caso alemán, británico, húngaro, irlandés, esloveno o italiano, tras la 
reforma de la ley en 2005)—. Además, suman otras competencias como la de dictar 
recomendaciones, evacuar informes, promover la publicación activa de documento 
de relevancia para el público general, publicar informes periódicos o especiales 
sobre la aplicación de la normativa, recabar información para evaluar la práctica 
administrativa, proponer cambios normativos, etc. 
información en el Derecho comparado58. Para lograr que el derecho de acceso a 
un bien inmaterial como la información pueda cumplir con su finalidad como 
instrumento de participación y control ciudadanos es necesario que las garantías 
del derecho respondan a cuatro principios básicos: inmediatez, asequibilidad, 
independencia y efectividad, lo que explica esta tendencia. La LTBG, en esta 
línea, ha previsto la necesaria existencia de una Autoridad independiente en-
cargada de resolver las reclamaciones contra las decisiones en materia de acceso 
a la información adoptadas por los sujetos obligados. 
La apuesta inicial del Anteproyecto y en el Proyecto de Ley de Transparencia 
consistía en atribuir la competencia para conocer de las reclamaciones sobre 
decisiones en materia de acceso a la información a una institución ya existente, 
no especializada y dependiente del Gobierno, como era la Agencia Estatal de 
Evaluación de las Políticas Públicas y de la Calidad de los Servicios (AEVAL). 
Dicha apuesta estaba marcada probablemente por la voluntad de no crear una 
nueva Institución en época de recortes, como se podía incluso leer entre líneas 
en la Exposición de Motivos («en aras de la necesaria austeridad exigida por 
las actuales circunstancias económicas»; obviando por lo demás que el gasto 
en una Institución que haga eficaz la transparencia, siendo limitado, redunda 
entre otros, en una mejor gestión de los recursos públicos). Ahora bien, la 
tramitación en el Congreso de los Diputados supuso un cambio en este punto. 
Ante las críticas recibidas en la consulta ciudadana, en la comparecencia de 
expertos en el Congreso de los Diputados y por parte de la gran mayoría de los 
grupos parlamentarios, en forma de enmiendas, la Vicepresidenta del Gobierno 
se comprometió a apoyar una enmienda por parte del Grupo parlamentario 
popular que sostenía al Gobierno para la incorporación de un nuevo Título 
a la LTBG, el III, titulado, «Consejo de Transparencia y Buen Gobierno» (en 
adelante, CTBG), en que se regula su naturaleza, fines, composición, estatuto 
de sus órganos, funciones régimen jurídico y relaciones con las Cortes Gene-
rales". Siguió el modelo más «clásico» de los países latinos que aprobaron sus 
leyes de transparencia entre finales de los setenta y principios de los noventa 
(Francia, Italia, Portugal o Bélgica), de autoridad dedicada exclusivamente a 
la transparencia (y, en teoría, al Buen gobierno, sobre lo que nos atrevemos a 
vaticinar que su labor quedará prácticamente inédita). 
El CTBG se configura como una Institución con personalidad jurídica propia 
y plena capacidad de obrar y actúa con autonomía y plena independencia en el 
cumplimiento de sus fines, que entra en la tipología de las «Administraciones 
independientes». 
58. DÍAZ, V. y BRINGAS VALDIVIA, J. M., «Autoridades reguladoras independientes en 
materia de acceso a la información», Derecho Comparado de la Información, núm. 9, 
2007, pp. 81-102. 
59. La disposición final séptima preveía que el Consejo de Ministros aprobara en el plazo 
de tres meses desde la publicación de la LTBG en el BOE, un Real Decreto por el que 
se aprobara el Estatuto orgánico del CT. Sin embargo, se incumplió este plazo y el 
Estatuto se aprobó con más de siete meses de retraso y a poco más de un mes de la 
entrada en vigor de la LTBG, mediante el Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre. 
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De conformidad con el art. 34artículo 34, el CTBG tiene por finalidad 
promover la transparencia de la actividad pública, velar por el cumplimiento 
de las obligaciones de publicidad, salvaguardar el ejercicio del derecho de ac-
ceso a la información pública y garantizar la observancia de las disposiciones 
de Buen Gobierno. Para llevarla a cabo, se le atribuyen en el art. 38 todo un 
amplio elenco de funciones, entre las que destaca la competencia del Presidente 
para la resolución de las reclamaciones en materia de derecho de acceso y la 
resolución de consultas de los sujetos obligados. 
El Título III no tiene carácter básico, lo que resulta absolutamente coherente 
con el diseño de reparto de competencias constitucional, en que lo organizativo 
es competencia propia de cada entidad política, sea el Estado o las Comunidades 
Autónomas. Ahora bien, esa misma disposición adicional apela al artículo 149.1. P 
de la Constitución, título que tiene su juego en la LTBG precisamente en materia 
de garantías uniformes en la tutela del derecho de acceso a la información. Y 
consideró como tal la necesaria existencia de una autoridad independiente (de 
nueva creación o preexistente) que conociera de las reclamaciones contra las 
decisiones sobre acceso a la información, o bien la atribución de esta compe-
tencia al CTBG mediante convenio, actuando con potestades ejecutivas desde el 
momento en que sus decisiones hacen las veces y son sustitutivas de los recursos 
administrativos (allá donde cupieren, que no todos los sujetos obligados por la 
normativa sobre transparencia, como sabemos, son Administraciones públicas). 
A partir de ahí, el margen de decisión era pleno. Las Comunidades Autónomas 
han podido, pues, adoptar sus propios modelos y el resultado ha sido toda una 
muestra de heterogeneidad creativa. La mayor parte de las Autoridades previstas 
tienen competencias amplias en materia de transparencia, que no se limitan a 
la resolución de reclamaciones en materia de acceso a la información, la única 
exigida por el legislador básico estatal (es una excepción la de Cataluña). 
Debe señalarse, por contraste con la solución acogida, como veremos, en la 
LAZA, que en el caso de los sujetos privados (cuyo capital social no es mayorita-
riamente público) que prestan servicios públicos o ejerzan potestades adminis-
trativas, están obligados por el artículo 4 de la LTBG a suministrar a la Adminis-
tración, organismo o entidad pública a la que se encuentren vinculados, previo 
requerimiento, toda la información necesaria para el cumplimiento por aquéllos 
de las obligaciones que les impone la propia LTBG, obligación que se extiende a 
los adjudicatarios de contratos del sector público en los términos previstos en el 
respectivo contrato. En caso de incumplimiento, diversas leyes autonómicas han 
previsto un sistema de multas coercitivas y de sanciones. Conviene notar, pues, 
que al no estar obligadas a responder directamente frente a los ciudadanos, no 
cabe reclamar contra ellas ante ningún órgano administrativo o judicial. 
3. LA TUTELA DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL EN LA 
DIRECTIVA Y EN LA LAZA 
La Directiva 90/313/CE dispuso en su artículo 4 que debía reconocer a la 
persona que considerara que su solicitud de información había sido denegada  
o ignorada sin motivo justificado, o que hubiera recibido una respuesta inade-
cuada por parte de una autoridad pública, el derecho a presentar un recurso 
judicial o administrativo conforme a su ordenamiento nacional. 
Los Estados miembros adoptaron soluciones diversas dentro de las po-
sibilidades abiertas por la Directiva, combinando recursos administrativos o 
judiciales o haciéndolos alternativos. 
En su transposición en España, la Ley 38/1995 disponía en la primera redac-
ción de su artículo 4.3 que las resoluciones en materia de acceso a la información 
agotaban la vía administrativa (lo que, antes de la reforma de la LRJAP-PAC, 
que reintrodujo el recurso de reposición, significaba que eran sólo impugnables 
en vía judicial). En su reforma por la Ley 55/1999 se trocó esta referencia por 
una remisión general al sistema de recursos administrativos de la LRJAP-PAC, 
que ya entonces había vuelto a la dualidad recurso de reposición/recurso de 
alzada, en función de que el acto pusiera o no fin a la vía administrativa. El 
resultado fue que se hizo siempre posible interponer un recurso administrativo 
contra una decisión, expresa o presunta, en materia de acceso a la información 
ambiental, lo que fue claramente positivo, dado que en esta materia, como se 
ha indicado, o los recursos son rápidos y gratuitos, o son ineficaces. 
El Convenio de Aarhus impuso en su artículo 9.1 el reconocimiento del 
derecho a interponer recurso en materia de acceso a la información ante un 
órgano judicial o ante otro órgano independiente o imparcial establecido por 
la Ley, que debe resolver motivadamente, al menos cuando deniegue el acceso 
a la información, y cuyas decisiones sean obligatorias para la autoridad pública 
que posea la información. Añade que si se prevé un recurso judicial, se debe 
reconocer también a los solicitantes el derecho a acceder a un procedimiento 
rápido de recurso administrativo establecido por Ley que sea gratuito o poco 
oneroso, sea ante una autoridad pública o ante un órgano independiente e 
imparcial distinto de un órgano judicial. La Directiva 2003/4/CE siguió este 
modelo60. No impuso, por tanto, la necesaria existencia de una autoridad ad- 
60. Conforme a su Considerando 19: «Los solicitantes deben poder interponer un recurso 
administrativo o judicial contra los actos u omisiones de una autoridad pública en 
relación con su solicitud». Su artículo 6 dispone: «Acceso a la justicia. 1. Los Estados 
miembros garantizarán que toda persona que considere que su solicitud de informa-
ción ha sido ignorada, rechazada sin fundamento (parcial o totalmente), respondida 
de forma inadecuada o tratada de manera no conforme con las disposiciones de los 
artículos 3, 4 o 5, tenga acceso a un procedimiento en el que los actos u omisiones 
de la autoridad pública correspondiente puedan ser reconsiderados por esa u otra 
autoridad pública o recurridos administrativamente ante una entidad independiente 
e imparcial creada por ley. Todos estos procedimientos serán rápidos y gratuitos o 
poco costosos. 2. Además del procedimiento de recurso contemplado en el apartado 
1, los Estados miembros garantizarán que cualquier solicitante tenga acceso a un 
procedimiento de recurso ante un tribunal de justicia u otra entidad independiente 
e imparcial creada por la ley, en el que los actos u omisiones de la autoridad pública 
correspondiente puedan recurrirse y cuyas decisiones puedan ser firmes. Además, los 
Estados miembros podrán disponer que los terceros perjudicados por la revelación de 
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ministrativa independiente de control, pese a que había sido ésta la posición 
del Parlamento y del Comité Económico y Social y la propia posición inicial 
de la Comisión y del Consejo61. Se dejó, pues, a la autonomía organizativa de 
los Estados. 
La LAZA se limita en su artículo 20 a una remisión al sistema general de 
recursos administrativos y judiciales, y no crea, pues, la garantía del recurso 
ante un órgano administrativo independiente'''. Deja así las cosas como estaban 
ya tras la reforma de la Ley 38/1995 operada por la Ley 55/1999. 
Teniendo en cuenta que el artículo 24 de la Constitución Española ga-
rantiza en todo caso el derecho a la tutela judicial efectiva, y, por ende, a un 
recurso judicial, el análisis de si la LAZA cumple con lo dispuesto por la Direc-
tiva (que en estos casos exige, como hemos dicho, adicionalmente, un recurso 
administrativo ante los órganos de la propia Administración o ante una entidad 
administrativa independiente pasa por analizar si la vía general de recursos (el 
ordinario y el de alzada, en función de que se trate de actos que agotan o no la 
vía administrativa) responde a las características de «rapidez» (pues la gratuidad 
la satisfacen). Ha de señalarse que en el Derecho español, el recurso ordinario 
tiene un plazo de resolución de un mes63, y el de alzada de tres meses64. Así las 
cosas, parece que no son plazos cuya duración pueda considerarse excesiva'''. 
Otra cosa es que los recursos administrativos aporten realmente una garantía 
efectiva y que su sustitución por las reclamaciones ante Autoridades indepen-
dientes especializadas en materia de acceso a la información (no sólo o no 
información también tengan acceso a un procedimiento de recurso. 3. Las decisiones 
firmes adoptadas en virtud del apartado 2 serán vinculantes para la autoridad pública 
que posea la información. Los motivos que las justifiquen se indicarán por escrito, por 
lo menos cuando se deniegue el acceso a la información en virtud de este artículo». 
61. Las referencias pueden encontrarse en S. FERNÁNDEZ RAMOS, El derecho de acceso a 
la información medioambiental, Aranzadi, Cizur Menor, 2009, pp. 172— 180, en pp. 
197-198. 
62. «El público que considere que un acto o, en su caso, una omisión imputable a una 
autoridad pública ha vulnerado los derechos que le reconoce esta Ley en materia de 
información y participación pública podrá interponer los recursos administrativos 
regulados en el Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás 
normativa aplicable y, en su caso, el recurso contencioso-administrativo previsto en la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
63. Artículo 117.2 LRJAP-PAC. 
64. Artículo 115.2 LRJAP-PAC. 
65. En este sentido, S. FERNÁNDEZ RAMOS, El derecho de acceso a la información medioam-
biental, Aranzadi, Cizur Menor, 2009, p. 200, considera que la remisión al sistema de 
recursos administrativos puede considerarse «formalmente» conforme al Convenio 
de Aarhus y a la Directiva 2003/4/CE. Por el contrario para J. A. RAZQUIN LIZÁRRAGA 
y A. RUIZ DE APODACA ESPINOSA, en. Información, Participación y Justicia en Materia de 
Medio Ambiente, Aranzadi, Cizur Menor, 2007, p. 225, el plazo de tres meses para la 
resolución de recursos administrativos se opone a la agilidad y celeridad necesaria en 
estos procedimientos por el propio artículo 6.1 de la Directiva 2003/4/CE. 
necesariamente sólo en materia ambiental) pueda ser un paso decisivo, como 
ha señalado doctrina autorizada y es la solución acogida en algunos países de 
nuestro entorno geográfico y cultural66. 
Debe además apuntarse que la LAZA introdujo en su artículo 21 para los 
casos de decisiones adoptadas por sujetos sometidos a sus obligaciones pero que 
no tienen la condición de Administración pública (personas físicas o jurídicas que 
asuman responsabilidades públicas, ejerzan funciones públicas o presten servicios 
públicos relacionados con el medio ambiente bajo la autoridad de cualquiera 
de las entidades, órganos o instituciones previstos en la Ley) la posibilidad de 
interponer una reclamación ante la Administración bajo cuya autoridad ejerce 
su actividad67. En caso de incumplimiento por parte de uno de estos sujetos de 
una resolución de reclamación que le obligue a entregar información, la Admi-
nistración le requerirá, de oficio o a instancia del solicitante, para que cumpla 
y en caso de desatención, podrá acordar la imposición de multas coercitivas, 
por importe máximo de 6.000 euros por cada día de incumplimiento, en el caso 
de la Administración estatal, o la que fije una ley autonómica, en el caso de la 
autonómica o local. La disposición adicional cuarta dispone no obstante que 
la Administración General del Estado podrá reservarse la facultad de resolver 
las solicitudes de información ambiental que reciban estos sujetos privados, en 
cuyo caso se regiría por el sistema general de recursos. 
4. ¿EXTENSIÓN DE LAS COMPETENCIAS DE LAS AUTORIDADES INDEPENDIENTES 
DE CONTROL A LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL? 
¿Alcanza la supletoriedad de la LTBG respecto a la LAZA a la extensión del 
sistema de reclamación potestativa ante una autoridad independiente sustitutivo 
de los recursos administrativos, el CTBG en el ámbito estatal y sus homólogos 
autonómicos? La cuestión desde luego no tiene una respuesta indiscutible. Es 
más, literalmente no puede hablarse de un tema «no previsto en su respectiva 
norma reguladora», puesto que sí existe una previsión, bien que se limite a la 
66 Así, CERRILLO I MARTINEZ, A., «El derecho de acceso a la información en materia de medio 
ambiente. Análisis de la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, de acceso a la información 
en materia de medio ambiente», Autonomies, núm. 24, 1999, p. 159; S. FERNÁNDEZ 
RAMOS, El derecho de acceso a la información medioambiental, Aranzadi, Cizur Menor, 
2009, p. 201; L. CASADO CASADO, «El derecho de acceso a la información ambiental 
previa solicitud», en PIGRAU SOLÉ, A., (dir.), Acceso a la información, participación 
pública y acceso a la justicia en materia de medio ambiente: diez años del Convenio de 
Aarhus, Atelier, Barcelona, 2008, pp. 288-289, quien da cuenta de la doctrina favorable 
a esta opción y suscribe la posición de A. PEÑALVER I CABRÉ según la cual los recursos 
administrativos no cumplen los requisitos exigidos por el Convenio de Aahrus, de ser 
efectivos, objetivos y equitativos, y el recurso contencioso-administrativo no puede 
configurarse como mecanismo general para garantizar el acceso a la información dado 
que resulta ineficaz por la enorme tardanza en obtener sentencia. 
67. El plazo máximo de resolución de dicha reclamación es de tres meses en el caso de 
la Administración General del Estado (disposición adicional décima) y en el de la 
autonómica o local el que fije la normativa autonómica. 
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remisión a la normativa general reguladora de los recursos administrativos y 
contencioso-administrativos. 
No obstante, nos parece que, como hemos defendido en otro trabajo, proba-
blemente el sentido de esta norma, en la mente del legislador, estuvo en extender 
las garantías de tutela por una autoridad independiente. Razones evidentes de 
efectividad, objetividad y equidad de la garantía, y de economía institucional, 
puestas de relieve por la doctrina desde la aprobación de la primera ley española 
de acceso a la información ambiental y mantenidas de transposición de la pri-
mera Directiva y aún con más fundamento desde la aprobación de la LAIA de 
transposición de la actual Directiva, pugnan por la extensión del conocimiento 
de las reclamaciones frente a decisiones sobre acceso a la información, también 
ambiental a las autoridades independientes de control que desde 2014 han sido 
creadas en España. Máxime teniendo en cuenta la dificultad, lo artificial en mu-
chos casos, de delimitar lo «ambiental», esto es, lo que cae bajo el imperio de 
la LTBG y de la LAIA. Así lo ha considerado la doctrina que se ha ocupado en 
tiempos recientes de la relación entre normativa general de acceso a la informa-
ción y normativa especial de acceso a la información ambientar, reclamación 
que debería extenderse a las decisiones sobre acceso adoptadas por los sujetos 
privados sometidos a la LAIA, probablemente en este caso en relación con las 
resoluciones previas de la reclamación que lleve a cabo la Administración bajo cuya 
autoridad ejerce su actividad, homogeneizando de este modo los sujetos frente 
a los que se puede reclamar ante la autoridad independiente y manteniendo la 
previa reclamación que, al igual que el mecanismo diferente ideado por la LTBG, 
constituye un canal de máxima utilidad para la propia acción de vigilancia por 
la Administración del ejercicio de funciones públicas o la prestación de servicios 
públicos relacionados con el medio ambiente por parte de estas entidades. 
68. S. FERNÁNDEZ RAMOS («El acceso a la información en el Proyecto de Ley de Transpa-
rencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno», Revista Aragonesa de Administración 
pública, 2013, pp. 233-298, en p. 239, y en FERNÁNDEZ RAMOS, S. y PÉREZ MONGUIO, J. 
M., op. cít., p. 56) considera que esta garantía es también de aplicación a la información 
ambiental, «pues la información medioambiental no deja de ser información pública». 
L. CASADO CASADO (en «Estudio sobre el alcance de la supletoriedad...», op. cit., p. 
843-844) estima que es dudoso si estamos o no ante un aspecto no regulado, aunque 
podría entenderse así y entrar con ello en juego la supletoriedad de la LTBG. Máxime, 
considera, cuando los recursos administrativos no cumplen con las exigencias de ser 
«efectivos, objetivos y equitativos» que impone el convenio de Aahrus y los conten-
cioso-administrativos tampoco por su lentitud y costes. Por ello considera que en una 
interpretación estricta y literal habría de conducir a la solución contraria. En todo caso, 
queda a la interpretación que hagan las autoridades independientes de transparencia 
y los tribunales. En el mismo sentido, I. MARTÍN DELGADO («La reclamación ante el 
consejo de Transparencia y buen Gobierno: un instrumento necesario, útil y ¿eficaz?, 
texto provisional de su ponencia presenta al XI Congreso de la AEPDA, cortesía del 
autor), se muestra favorable a la extensión de la garantía a las solicitudes de acceso a 
la información ambiental, que estaría en línea con la previsión alternativa de recursos 
ante la propia Administración autora de la decisión o ante una entidad independiente 
e imparcial creada por ley que acoge la Directiva. 
IV. LA DOCTRINA DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA: INAPLICACIÓN SUPLE-
TORIA A LAS SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AMBIENTAL DEL SILENCIO 
NEGATIVO Y DE LA GARANTÍA DE UNA RECLAMACIÓN ANTE UNA AUTO-
RIDAD INDEPENDIENTE 
Hay que constatar que las primeras decisiones del CTBG van en sentido 
contrario a lo defendido en este trabajo. 
El CTBG parte como criterio interpretativo general de que, conforme a 
su disposición adicional primera, apartados 2 y 3, la LTBG no es de aplicación 
directa sino sólo supletoria cuando existe una norma específica que prevé y 
regula un régimen de acceso a la información específico en una determinada 
materia o área de actuación administrativa, «que tengan en cuenta las caracte-
rísticas de la información que se solicita, delimite los legitimados a acceder a la 
misma, prevea condiciones de acceso etc».69. Entre estas normas se encuentran 
expresamente previstas las reguladoras del acceso a la información ambiental 
o la de reutilización de la información del sector público70. 
Hasta ahí nada cuestionable. En realidad, como sabemos, la pregunta que 
en este punto surge es si, habida cuenta de la no regulación del sentido del 
silencio y la regulación de los recursos en materia de acceso a la información 
ambiental, puede entrar en juego la LTBG con carácter supletorio para enten-
derse sustituidos los recursos generales por la reclamación ante el CTBG. 
El CTBG —con algunas deficiencias técnicas en la distinción entre inad-
misión y desestimación achacables probablemente a su momento inicial de 
su ejecutoria— se ha mostrado claramente contrario. En todos los casos en 
que se han dirigido solicitudes al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio ambiente ha entendido que es la LAIA la aplicable, y no la LTBG, de lo 
que deriva que ha de regir el silencio positivo por aplicación supletoria de la 
LRJAP y no de la LTBG, y el sistema de recursos administrativos generales de 
la LRJAP y no la reclamación sustitutiva prevista en la LTBG. Todo ello, por lo 
demás, a partir de un concepto amplio de medioambiente extraído de la defini-
ción también amplia acogida en la LAIA (que incluye el acceso a información 
sobre proyectos LIFE71, sobre actuaciones de protección del dominio público 
69. Criterio interpretativo Cl/008/2015, de 13 de noviembre de 2015. 
70. Pero, añade, lo son a título de ejemplo, a los que el CTBG añade, la regulación del 
acceso a archivos que no tengan el carácter de gestión o de oficina previsto en el ám-
bito estatal por el Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, o las disposiciones 
que prevén la reserva en el acceso como ocurre en materia de secretos oficiales o de 
secreto estadístico, «y algunos otros». 
71. La Resolución de 17 de marzo de 2015, R/0009/2015, analiza una reclamación por dene-
gación por silencio de una solicitud de información de natural¿za netamente ambiental 
(un determinado proyecto LIFE-NATURALEZA) por parte de una Consejería autonómica 
del ramo, presentada conforme a la LTBG. El CTBG recuerda que no es competente para 
conocer de reclamaciones en el ámbito autonómico y que en la fecha de la solicitud ni 
siquiera había entrado en vigor en dicho ámbito la LTBG. Y añade: «Por otro lado, también 
cabría indicar que la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de 
marítimo terrestre", sobre lucha contra los incendios forestales73, sobre obras 
acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justifica en materia de 
medio ambiente regula en su Título II el derecho de acceso a la información ambiental. 
El Capítulo III de dicho Título regula, por su parte, el procedimiento de acceso a la 
información medioambiental previa solicitud. Dicho procedimiento, en su caso, podría 
ser de aplicación al supuesto planteado». De este modo, inadmite a trámite. 
72. La Resolución de 16 de abril de 2015, R/029/2015, resuelve una reclamación presentada 
frente a la resolución de una solicitud de información dirigida al Ministerio de Agri-
cultura, Alimentación y Medio Ambiente por la que la Asociación Europea de Perjudi-
cados por la Ley de Costas en relación con datos numéricos (hectáreas y propiedades) 
relativos al dominio público marítimo-terrestre y que afectan al mismo y a sus zonas 
de servidumbre de paso y de protección, y de viviendas derribadas por afectación de la 
Ley de Costas de 1988, presentada a través del Portal de la Transparencia. El Ministerio 
inadmitió a trámite la solicitud alegando que se entendía incluida en la Ley 27/2006 
y se tramitaría de acuerdo con dicha Ley, conforme a lo dispuesto en la Disposición 
adicional primera, apartado 2 LTBG. Esta inadmisión fue recurrida ante el CTBG, al 
entender que se trata de información que se encuentra en el ámbito de aplicación de 
la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas 
y, concretamente, en lo relativo a la identificación y control a través de inventarios o 
registros adecuados de los bienes de dominio público. El CTBG concluye, siguiendo 
las alegaciones del Ministerio, que se trata de información ambiental al versar sobre 
«el estado de [ ] las zonas marítimas y costeras [ ...]» o sobre «medidas, incluidas las 
medidas administrativas [...]» que puedan afectarles, así como a actividades o medidas 
destinadas a proteger estos elementos. Concluye que «teniendo en cuenta, por lo tanto, 
que la información solicitada se refiere a zonas y propiedades que se han visto afectadas 
por la calificación de dominio público marítimo terrestre, se puede entender que se 
trata de medidas administrativas [...] que afectan a las zonas marinas y costeras», y por 
ello que es de aplicación la normativa de acceso a la información ambiental. Y añade 
que, conforme a lo dispuesto en la Ley 27/2006, la solicitud de acceso a información 
ambiental debe ser resuelta en el plazo de un mes desde su recepción y, en caso de au-
sencia de respuesta y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (LRJPAC), la solicitud se consideraría estimada por 
silencio positivo. En cuanto a los recursos aplicables, éstos serían los regulados en la 
LRJPAC (recurso potestativo de reposición y recurso de alzada), así como el recurso 
contencioso-administrativo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción contencioso-administrativa». Procede a desestimar la reclamación. 
73. Las Resoluciones de 20 de mayo de 2015, R/0089/2015 y R/097/2015, se enfrentan a 
una reclamación que trae causa de una solicitud presentada a través del Portal de la 
Transparencia conforme a la LTBG y tramitada por el Ministerio de Agricultura, Ali-
mentación y Medio Ambiente, referida a información sobre el presupuesto y cantidad 
de personal, anonimizado, que se dispuso para la prevención de incendios durante el 
verano de 2014. El Ministerio las inadmitió a trámite al entenderla incluida en el ámbito 
de la Ley 27/2006, señalando que las tramitaría de acuerdo con lo previsto en dicha Ley, 
de conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 de la Disposición adicional primera. 
En el trámite de alegaciones a la reclamación, el Ministerio informó que, tramitadas 
las solicitudes de conformidad con la Ley 27/2006, se había enviado la información al 
solicitante.E1 CTBG considera que es información que responde al concepto legal de 
información ambiental y, por ende, confirma la interpretación del Ministerio sobre la 
normativa especial aplicable. Entra en todo caso a valorar que la información se remitió 
en el plazo previsto en la Ley 27/2006 y desestima la reclamación. 
en el dominio público hidráulico74, o a la documentación sobre contratos de 
construcción y gestión de desaladoras75. 
V. CONCLUSIÓN 
¿Cuál es el encaje entre la normativa sectorial sobre acceso a la informa-
ción ambiental y la normativa general sobre acceso a la información? Sobre 
este tema ha girado este artículo, que se ha centrado en dos aspectos particu-
larmente controvertidos. El primero de ellos, si a falta de previsión expresa 
en la normativa de acceso a la información ambiental sobre el sentido que ha 
de darse a la falta de resolución en plazo de las solicitudes, debe operar con 
carácter supletorio el sentido del silencio positivo, estimatorio de la solicitud, 
previsto en la normativa general sobre procedimiento administrativo como 
regla supletoria general, o bien el sentido del silencio negativo, desestimatorio 
de la solicitud, acogido en la normativa general sobre acceso a la información 
pública. El segundo, si la garantía de la existencia de una autoridad admi-
nistrativa independiente de control prevista en la normativa general sobre 
acceso a la información, ante la que pueden formularse reclamaciones frente 
74. La Resolución de 7 de septiembre de 2015, R/0189/2015, R/0189/2015, se refiere a 
solicitudes de información presentadas ante la Confederación Hidrográfica del Ebro 
antes del 10 de diciembre en 2014 en que entró en vigor en el ámbito estatal la LTBG, 
en relación con las obras realizadas en el entorno del nacimiento del Ebro. Las so-
licitudes no obtuvieron respuesta. En este caso, se planteó una reclamación ante el 
CTBG basada tanto en la Ley 27/2006 como en la LTBG. El Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, en sus alegaciones a la reclamación, argumentó de 
nuevo que la normativa de aplicación en este caso era la Ley 27/2006, en aplicación 
de lo dispuesto en la Disposición adicional primera, apartado 2 LTBG, y, por ende, que 
el silencio había de entenderse como positivo por aplicación del artículo 43 LRJPAC 
y los recursos pertinentes serían los administrativos y contencioso-administrativos, 
cuyo plazo habría sido rebasado (obsérvese que se obvia tanto la ausencia de plazo para 
recurrir frente a un silencio como que en este caso al ser estimatorio lo que procedía 
era el cumplimiento de una obligación de hacer). El CTBG hace suyas estas alegaciones 
e inadmite la reclamación, al entender que no cabe reclamación ante el CTBG sino los 
recursos administrativos «clásicos» y que, además, la LTBG no estaba en vigor en el 
momento de la presentación de las solicitudes de las que la reclamación traía causa. 
75. La Resolución de 14 de septiembre de 2015, R/0188/2015, resuelve una reclamación 
frente a la inadmisión por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Am-
biente de una solicitud de información relativa al contrato para la construcción y 
explotación de varias desaladoras, formulada al amparo de la LTBG, al considerar que 
debe tramitarse por el procedimiento previsto en la Ley 27/2006. En la reclamación, el 
solicitante alegaba que «su petición no es medioambiental, sino contractual, económi-
co-financiera y operativa, referente a obra pública, y entra dentro de la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno 
que, además, es supletoria de la Ley 27/2006, según dispone la Disposición Adicional 
Primera de aquélla. En sus alegaciones a la reclamación, el Ministerio defendió que 
se trataba de información sobre medidas administrativas que afectan a elementos y 
factores del medio ambiente y se ratificaba en la inaplicabilidad de la LTBG. El CTBG 
sigue este criterio. 
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a las resoluciones sobre solicitudes de acceso, ha de extenderse también a lo 
regulado en la normativa sobre acceso a la información ambiental. Mi con-
clusión ha sido, por las razones que en el él se exponen, que la LTBG debería 
entenderse supletoria tanto en la previsión del silencio negativo como en la 
previsión de una reclamación potestativa ante las Autoridades administrativas 
independientes de transparencia y acceso a la información creadas a partir de 
2014 tanto a nivel estatal como autonómico, que sustituye al sistema tradicional 
de recursos administrativos. 
En efecto, por una parte, he mantenido que el silencio negativo es la única 
solución constitucionalmente aceptable. El mero transcurso del tiempo no 
puede suponer un reconocimiento incondicional del derecho del solicitante 
a obtener información que puede ser perjudicial para intereses públicos o 
derechos fundamentales con reconocimiento constitucional. A ello se añade 
la falta de efectividad del silencio positivo para satisfacer los intereses del 
propio solicitante, porque ante la negativa de la Administración a facilitar la 
información se verá abocado a un procedimiento para hacerlo efectivo que se 
torna más complejo y costoso que la más sencilla reclamación directa frente 
a un silencio negativo ante una autoridad independiente acompañada de san-
ciones a los responsables de la falta de resolución en plazo. No por casualidad, 
esta solución de silencio negativo, construida tal cual o por mera remisión al 
sistema de recursos en caso de que la solicitud no sea resuelta en plazo, es la 
acogida en el Derecho europeo y comparado sobre acceso a la información 
pública. E incluso la que se deduce de la propia dicción de las Directivas que 
la Unión Europea ha dictado sobre acceso a la información ambiental, en las 
que se habla de recursos en casos de solicitudes denegadas o «ignoradas». Y 
esta era también la solución de la primera Ley española de acceso a la infor-
mación ambiental, que hubo de ser eliminada, «silenciada» (si se nos permite) 
para acomodarla a una jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea tal vez bienintencionada en su insistencia del deber de resolver mo-
tivadamente las solicitudes, pero desafortunada en su dicción, que exige en 
todo caso una motivación, a la par que admite que la posibilidad de silencio 
negativo como desencadenante de una posterior reclamación. Por ello, en los 
casos de imprevisión en la legislación autonómica que pueda desarrollar el 
acceso a la información ambiental estableciendo el silencio positivo —por las 
razones apuntadas, estimo que con mal criterio—, creo defendible la aplicación 
supletoria a las solicitudes de acceso a la información ambiental del silencio 
desestimatorio previsto en la norma general que regula el acceso a la infor-
mación pública, la LTBG. 
Por otra parte, he considerado que ha de extenderse a la información am-
biental la crucial garantía en términos de efectividad, objetividad y equidad, 
que supone la sustitución de los recursos administrativos convencionales por la 
reclamación ante una autoridad administrativa independiente especializada en 
transparencia. La existencia de una autoridad tal fue barajada como obligatoria 
por las Instituciones comunitarias y finalmente fue tan sólo «promovida» en la 
dicción de la Directiva. Una vez impuestas como obligatorias en España por la 
LTBG, no hay motivo de fondo para no extender su ámbito de protección a la 
información ambiental, y se trata de una materia no regulada en la LAIA salvo 
por pura remisión al Título de la LRJPAC regulador de los recursos, donde ex-
presamente se prevé la posibilidad de que sean sustituidos por reclamaciones 
alternativas a la que se ha acogido la LTBG. 
El CTBG no ha acogido esta interpretación. Considera, por el contrario, 
que en materia ambiental ha de regir la LAIA, lo que en su interpretación 
supone que en el ámbito estatal el silencio haya de entenderse como positivo 
por aplicación de la supletoriedad de la LRJPAC y no de la LTBG (sin expli-
car por qué no juega como supletoria la ley general en materia de acceso a la 
información sino la general en materia de procedimiento administrativo) y 
que los recursos administrativos frente a las decisiones en materia de acceso 
a la información ambiental sean el de reposición o el de alzada (sin razonar, 
tampoco, por qué la referencia a «los recursos administrativos regulados en 
el Título VII» de la LRJPAC, que incluye el artículo 107.2 y la posibilidad de 
reclamaciones alternativas como la contemplada en la LTBG, veda otra inter-
pretación). Todo ello frente a la posición mayoritaria de la doctrina y, sobre 
todo, en un entendimiento restrictivo de la supletoriedad de la LTBG que 
lleva a plantearse en qué materia, entonces, ha de jugar. Y sobre todo, en una 
interpretación difícil, por no decir imposible, de explicar a los ciudadanos, que 
en una materia donde la información y la participación son la esencia de la 
regulación como es el medio ambiente, ven disminuida así la garantía efectiva 
de su derecho a la información por mor de una interpretación muy cuestionable 
de la Institución llamada a ser la gran promotora de la transparencia, como 
es el CTBG. Todo ello en palmario contraste con el énfasis en la Ley y en los 
criterios interpretativos y resoluciones del propio CTBG sobre la necesidad 
de una interpretación favorable a la garantía del derecho de acceso. Pues bien, 
un ciudadano que solicita información a través del Portal de la Transparencia, 
en cuyo formulario debe elegir en una pestaña a qué Ministerio presentar una 
solicitud, entre los que se encuentra el Ministerio de Agricultura, Alimenta-
ción y Medio Ambiente, y al que en ningún momento se le cuestiona si su 
solicitud la formula al amparo de la LTBG o de la LAIA, se ve sistemáticamente 
enfrentado a una inadmisión de su solicitud (obsérvese, presentada por esta 
novedosa vía del Portal de la Transparencia no prevista en la LAIA) por parte 
del Ministerio, que no obstante reconduce de oficio su solicitud a la LAIA, 
todo ello con el efecto de que en caso de no resolución en plazo se genera 
un silencio positivo que puede poner en riesgo bienes públicos y privados en 
juego y que para el propio solicitante a menudo es más trabajoso y lento de 
hacer valer que un silencio negativo con posibilidad de reclamación ante una 
autoridad independiente como el previsto en la LTBG. 
Finalmente, y en conexión con este estado de cosas, no puedo menos 
que reiterar lo ya apuntado en la introducción, y es que, a mi juicio, no tiene 
sentido mantener una triple regulación legal (ley general de acceso a la infor-
mación pública, ley sectorial de acceso a la información ambiental y ley de 
reutilización de la información pública) con una delimitación de ámbitos de 
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aplicación difusa y soluciones en ocasiones diversas para las mismas cuestiones 
de fondo. Distinción que no responde más que a un motivo puramente histórico 
y coyuntural. Como apunté, es sumamente artificial deslindar sus respectivos 
ámbitos de aplicación. Estimo que procedería una regulación unitaria que es-
tablezca el régimen común y las especialidades en materia ambiental —el elenco 
de informaciones ambientales sujetas a publicidad activa— y de reutilización 
—básicamente, el coste y las limitaciones al uso. 
